CADUCIDAD DEL CONTRATO – Contrato de arrendamiento  ̶ Nulidad  ̶  Indemnización

En este sentido, el contrato de arrendamiento celebrado por una entidad pública era uno de aquéllos considerados como «privado de la administración», pues no se encontraba enlistado en el artículo 16, lo cual adquiere relevancia a efectos de definir la jurisdicción competente para dirimir los conflictos originados en tales contratos. por cuanto el artículo 17 del Decreto-ley 222 de 1983 prescribía:

La calificación de contratos administrativos determina que los litigios que de ellos surjan son del conocimiento de la justicia contencioso-administrativa; los que se susciten con ocasión de los contratos de derecho privado, serán de conocimiento de la justicia ordinaria. 

PARAGRAFO. No obstante, la justicia contencioso-administrativa conocerá también de los litigios derivados de los contratos de derecho privado en que se hubiere pactado la cláusula de caducidad.
[…]
Igualmente, en los contratos de derecho privado de la administración, en cuya formación o adjudicación haya lugar a la expedición de actos administrativos, se aplicarán a éstos las normas del procedimiento gubernativo conforme a este estatuto, y las acciones administrativas que contra dichos actos sean viables, estarán sometidas a las reglas de la justicia contencioso-administrativa.
[…]
El contrato de arrendamiento celebrado las partes podían pactar válidamente la caducidad contractual, como en efecto ocurrió y el convenio quedó sometido a las disposiciones del Decreto-ley 222 de 1983 y a las normas del derecho privado que regulan el contrato de arrendamiento, salvo en lo que tiene que ver con la caducidad. 

CONTROVERSIAS CONTRACTUALES   ̶   Nulidad de los contratos 
[…] [L]a Sala advierte que la acción de controversias contractuales resultaba procedente para demandar la nulidad de los contratos celebrados por las partes de este proceso en enero 1 de 1991 y en enero 1 de 1993, de los actos administrativos por medio de los cuales el Estado declaró la caducidad del último de estos contratos, así como la responsabilidad del Estado fundada en la existencia de daños ocasionados en su condición de sujeto activo de la contratación estatal. 
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CONTRACTUAL – APELACIÓN SENTENCIA
Conoce la Sala del recurso de apelación interpuesto por los señores Guillermo Alfredo Garavito Medina y Alberto Demetrio Salamanca Llach, contra la sentencia del dieciséis (16) de septiembre de 1999, dictada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, mediante la cual se dispuso (folios 216 a 241 del cuaderno principal):

“PRIMERO: Declárase no probada la objeción al dictamen pericial.
“SEGUNDO: Decláranse probada oficiosamente la excepción de falta de jurisdicción en relación con la pretensión de nulidad de los oficios enumerados en la demanda.

“TERCERO: Declárase probada la excepción de caducidad de la acción en cuanto a las pretensiones de nulidad del contrato de arrendamiento celebrado para el período enero a diciembre de 1991 y el reintegro de cánones cancelados con exceso hasta diciembre de 1991.

“CUARTO: Deniéganse las demás pretensiones de la demanda.

“QUINTO: Sin condena en costas.”.

“SEXTO: Abstiénese de condenar en costas a la parte actora.”

I.  A N T E C E D E N T E S
1. La demanda.

El día 17 de mayo de 1994, los señores  Guillermo Alfredo Garavito Medina y Alberto Demetrio Salamanca Llach, en ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, formuló demanda con el fin de obtener las siguientes declaraciones y condenas (folios  al 20 del cuaderno número 1):

“1. La nulidad de las resoluciones 2047 del 31 de diciembre de 1993, y 452 del 28 de marzo de 1994, por cuanto declara la caducidad del contrato de arrendamiento celebrado entre Guillermo A. Garavito Medina y Alberto D. Salamanca Llach, propietario y arrendatario, de la empresa comercial “Vaquería” con la Caja de Retiro de las FF.MM., relativo al local del Edificio Bochica situado en la carrera 13 número 27-30, y de la multa por incumplimiento igual a 3 cánones de arrendamiento, exigible a la vista, con intereses moratorios, así como de los oficios que se enumeran a continuación, lo que constituye una relación jurídica compleja:
“24447 del 6 de diciembre de 1.988
 “725 del 16 de enero de 1.989
“902 del 18 de enero de 1.989

“26070 del 14 de diciembre de 1989

“25746 del 28 de noviembre de 1990

“25571 del 19 de diciembre de 1990

“18740 del 21 de octubre de 1991

“19971 del 7 de noviembre de 1991

“23076 del 30 de diciembre de 1991

“05861 del 2 de abril de 1992

“01724 del 4 de febrero de 1993

“17569 del 22 de octubre de 1993

“6086 del 5 de abril de 1994 
“2. Que se declare que son nulos el contrato de arrendamiento del local ocupado por Vaquería, del 12 de abril de 1991, con vigencia entre el 1 de enero y 31 de diciembre de 1991, y el contrato de 1º de enero de 1993, que comprende la vigencia del 1º de enero al 31 de diciembre de 1993, impuestos por la Caja, por vicios del consentimiento.
“3. Que los demandantes tienen derecho a que se les conceda el debido proceso de que trata el artículo 29 de la Constitución Política y en consecuencia sea la jurisdicción civil la que conozca de la declaración unilateral de terminación del contrato de arrendamiento del local comercial que ocupa el Restaurante Vaquería de propiedad de los demandantes, así como que se anule el registro de la multa impuesta.

“4. Que se condene a la Caja de Retiro de las FF. Militares a reintegrarles a los demandantes el mayor valor pagado por concepto de cánones de arrendamiento y que se estima en la suma de $9.569.320, calculado a 31 de diciembre de 1993, con intereses y ajuste de valor constante, y exigido en cuantía superior a lo pactado en el contrato de arrendamiento, durante el lapso de ocupación de dicho local de propiedad de la Caja de Retiro de las FF. MM., o lo que se demuestre en el proceso.

“Que se condene a la Caja de Retiro de las FF.MM. a título de reparación de daño por incumplimiento contractual, al pago de los perjuicios morales de 1000 gramos oro para cada uno de los demandantes, y a los materiales consistentes en la privación fáctica de productividad de una empresa que funciona con 10 empleados permanentes con antigüedad de más de ochos años, y 5 que prestan sus servicios hace dos años, con ventas superiores de los $15.000.000.oo mensuales en alimentos para el consumo humano, con contratos de adquisición de víveres, lo que se resume así:

“Por perjuicios materiales por $967.915.228 estimados así:

“Lucro cesante: $ 504.000.000.oo

“Gastos de instalación de un nuevo local: $60.000.000.oo

“Liquidación de trabajadores: $12.000.000.oo

“Mejoras: $ 20.000.000.oo

“Good Will: $ 200.000.000.oo

“Prima de Local: $ 150.000.000.oo

“Diferencia de cánones: $ 9.915.228.oo calculado a septiembre de 1993.

“El lucro cesante se calcula en un período igual de vida del establecimiento de comercio a la fecha (8) años, en que alcanzado ese good will, y status comercial, a razón de un ingreso bruto de $ 15.000.000.oo mensual, de lo que se calcula como ganancia neta un 35% mes, esto es un valor de $5.250.000.oo mes, por 96 mesadas.

“Valores que deben ajustarse a la fecha de la sentencia, o lo que se demuestre en el proceso.” 
El demandante solicitó, como consecuencia de las anteriores declaraciones, por concepto de indemnización de perjuicios por lucro cesante derivado de la declaratoria de caducidad del contrato de arrendamiento firmado el 1o de enero de 1.993, la suma de quinientos cuatro millones seiscientos mil pesos ($ 504’000.000)
.

2. Los hechos.
En el escrito de demanda, en síntesis, la parte actora narró los siguientes hechos:

· Que los señores Guillermo Alfredo Garavito Medina y Alberto Demetrio Salamanca Llach, el primero como propietario y arrendatario del local y el segundo como coarrendatario del mismo, explotaban el establecimiento de comercio denominado “Vaquería” localizado en el Edificio Bochica -situado en la ciudad de Bogotá-, de propiedad de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, de la cual derivaban el sustento ellos y sus familias.

· Que como consecuencia del cierre inminente del local comercial, por incumplimiento del contrato por parte de la Caja de Retiro de las FF.MM.” los demandantes han sufrido una pérdida material superior a $ 1.200’000.000.oo.

· Que suscribieron varios contratos por períodos de un año, el primero de los cuales se firmó el día 25 de septiembre de 1986, en cuyo clausulado se consagró que el mismo se regía, preferentemente, por normas del Código de Comercio; que desde aquella época ocuparon el local y renovaron anualmente el contrato de arrendamiento.

· Que en los contratos suscritos se pactó el reajuste del canon para el año siguiente, a pesar de lo cual, la entidad demandada anualmente lo aumentaba por encima de ese monto y ante los reclamos de los demandantes solicitaba que el inmueble le fuera restituido.

· Que en el contrato celebrado de enero 1º a diciembre 31 de 1991 se estipuló lo siguiente: i) que el canon se incrementaría anualmente en un porcentaje equivalente al incremento del IPC; ii) que si las partes no manifestaban la intención de darlo por terminado, el mismo se entendería prorrogado por períodos iguales al pactado; iii) que la entidad arrendadora podía declarar la caducidad del contrato por las causales contempladas en el artículo 62 del Decreto-ley 222 de 1983, como también por retardo en el pago del canon o por incumplimiento de las obligaciones previstas en el contrato; iv) que declarada la caducidad se haría efectiva la cláusula penal pecuniaria, por un valor equivalente a tres cánones de arrendamiento.

· Que el 21 de octubre de 1991, mediante oficio 18740, la Caja informó a los arrendatarios que el contrato expiraba el 31 de diciembre de ese año y que, en vista de que el contrato no sería renovado, debían restituir el inmueble antes del 1º de enero de 1992, solicitud que fue reiterada en diciembre 30 de 1991 y en abril 2 de 1992.

· Que los arrendatarios consignaron los cánones en una entidad bancaria y remitieron los respectivos recibos a la entidad.

· Que en enero de 1993 se “impone”  por parte de la demandada un nuevo contrato de arrendamiento, por el término de un año, en el cual se estipuló la cláusula de caducidad.

· Que en octubre de 1993, mediante oficio 17569, la Caja le comunicó a los arrendatarios que el contrato terminaba el 31 de diciembre de ese año y que, por esa razón, debían restituir el local antes de las 6 de la tarde de ese día, so pena de hacerse acreedores a la declaratoria de caducidad y a la imposición de otras sanciones; sostuvo la parte actora que este oficio no fue recibido por los arrendatarios.

· Que el 31 de diciembre de 1993, mediante Resolución 2047 de ese año, se declaró la caducidad del contrato, se impuso una multa equivalente al valor de tres cánones de arrendamiento y se ordenó el desalojo policivo.

· Que el 6 de enero de 1994 los demandantes informaron a la Caja que en vista de que esta entidad se negaba a recibir el dinero correspondiente a los cánones de arrendamiento, ellos habían consignado el valor respectivo en una cuenta bancaria, después de haberlo reajustado.

· Que el 6 de enero de 1994, mediante oficio 204, la Caja les informó que había declarado la caducidad del contrato mediante la Resolución 2047 de diciembre 31 de 1993.

· Que los arrendatarios interpusieron el recurso de reposición en contra de lo decidido por la Resolución 2047, el cual fue denegado por la demandada a través de la Resolución 452 de 1994.

· Que la Caja de Retiro no prestó servicios el día 31 de diciembre de 1993.

· Que de conformidad con el contenido del artículo 78 de la Ley 80 de 1993, los contratos que se encontraran en curso a la entrada en vigencia de esta Ley estaban sujetos a las normas vigentes al momento de su celebración.

· Que a la fecha de presentación de la demanda, el restaurante Vaquería tenía tres empleados permanentes y seis empleados transitorios -trabajaban durante tres horas diarias-, cada uno de los cuales devengaba su respectivo sueldo.

 3. Normas violadas y concepto de la violación.

Afirmaron los demandantes que con la expedición de los oficios y de las resoluciones acusados, se habían vulnerado las siguientes normas: artículo 19, 20, 21, 16 y 62 del Decreto-ley 222 de 1983; artículos 518 y siguientes del Código de Comercio; artículos 1508 y 1513 del Código Civil; artículo 2 del Decreto 344 de 1988 y el artículo 90 de la Constitución Política, respecto de cuya violación se afirmó lo siguiente:

· Que de conformidad con el artículo 16 del Decreto-ley 222 de 1983, el contrato de arrendamiento tenía la categoría de contrato de derecho privado de la administración, por lo cual jurídicamente no admitía la inclusión de la cláusula de caducidad.

· Que el artículo 19 del Decreto-ley 222 de 1983 solamente permitía terminar unilateralmente el contrato por razones de orden público o coyuntura económica crítica, lo cual no había ocurrido en ese caso.

· Que de acuerdo con el artículo 20 del Decreto-ley 222 de 1983, sólo se podían introducir modificaciones al contrato por razones de interés público y siempre que no se afectara la ventaja económica del contratista, como tampoco el equilibrio económico financiero del contrato, los cuales se habrían desconocido por la demandada.

· Que el artículo 24 permitía la interpretación unilateral siempre que se convocara al contratista y se le expusiera las razones que tenía la entidad para imponer la medida, lo cual, según la actora, había sido inobservado.

· Que el contrato se regía por los artículos 518 y siguientes del Código de Comercio, según los cuales operaba la renovación automática y, por ello, no podía exigirse la firma de un nuevo contrato con el fin de aumentar el valor del canon de arrendamiento.

· Que no resultaba jurídicamente válido declarar la caducidad administrativa del contrato, toda vez que de conformidad con el artículo 518 a 520 del Código de Comercio, debía concederse al arrendatario un plazo de seis meses para la entrega del bien y, además, ésta sólo procedía por los motivos previstos en las mencionadas normas.

· Que el desconocimiento de la Caja de Retiro respecto del derecho de renovación, le imponía a la arrendadora la obligación de indemnizar los perjuicios.

· Que aunque al contrato se aplicara el Decreto-ley 222 de 1983, tampoco podía válidamente declararse la caducidad, porque e el plazo del contrato se había vencido el 31 de diciembre de 1993, por lo cual se había declarado con posterioridad a su vencimiento; sostuvo además que la caducidad tampoco se podía declarar antes de esta fecha porque no se había configurado el incumplimiento. 

· Que no se había presentado incumplimiento grave, en términos del artículo 18 de la Ley 80 de 1993, porque para la época en la cual se declaró la caducidad del contrato, éste se encontraba prorrogado automáticamente.

· Que se había vulnerado el artículo 1513 del Código Civil en tanto los demandantes habían sido constreñidos por la entidad demandada para que suscribiesen los contratos de 1991 y de 1993.

4. Solicitud de suspensión provisional.
La parte actora adicionó la demanda y, mediante escrito separado, solicitó la suspensión provisional de los actos acusados, por cuanto estimó que con su expedición se había presentado una flagrante violación de las normas superiores que invocó como transgredidas (folios 24 al 30 del primer cuaderno).
5. Actuación procesal.
El día 3 de junio de 1994, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca admitió la demanda y ordenó la notificación personal al Director General de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares y al Agente del Ministerio Público, al tiempo que dispuso la fijación en lista para los fines previstos en el numeral 5º del artículo 207 del Código Contencioso Administrativo; en el mismo auto el Tribunal Administrativo a quo reconoció personería adjetiva al apoderado de la parte demandante (folios 22 - 23 del primer cuaderno).
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, mediante auto de  agosto 11 de 1994, negó la suspensión provisional de los actos administrativos demandados, en tanto consideró que al efectuar una simple comparación entre los actos acusados y las normas supuestamente vulneradas, no se observaba la infracción manifiesta alegada por el actor (folios 31 al 37 del primer cuaderno).

6. Contestación de la demanda.
La entidad pública demandada, por medio de apoderado debidamente reconocido (folio 73 del primer cuaderno), dio respuesta oportuna a la demanda presentada; la demandada aceptó como ciertos algunos de los hechos de la demanda, negó otros, manifestó que se atendría a lo que resultare probado en el proceso y se opuso a las pretensiones de la demanda; en síntesis, expuso lo siguiente (folios 47 a 61, 64 a 68 y 79 a 85 del primer cuaderno):

· Que de conformidad con el Decreto-ley 222 de 1983, el contrato celebrado tenía el carácter de administrativo, dada la calidad de la entidad arrendadora y la naturaleza del contrato; agregó que el Decreto número 3444 del 25 de noviembre de 1985 consagró en su artículo 1º que los contratos de arrendamiento que fueran celebrados por las entidades públicas se debían sujetar al mencionado Decreto-ley.

· Que al contrato no le eran aplicables las normas del Código de Comercio a las cuales se había referido la sociedad demandante, por cuanto no se trataba de un acto de comercio.

· Que los artículos 19 y 20 del Decreto-ley 222 de 1983 no fueron vulnerados, en tanto la entidad al expedir las resoluciones demandadas no hizo uso de los poderes de modificación o de terminación unilaterales.

· Que la entidad declaró la caducidad del contrato por el incumplimiento del arrendatario en la entrega del inmueble y que, por esa razón, los motivos del acto eran ciertos y valederos.

· Que los contratos demandados no se encontraban viciados por fuerza, dado que no podía considerarse como constreñimiento el hecho de haber incluido en los mismos la cláusula de caducidad, toda vez que el contratista se encontraba en libertad de aceptar, o no, el contenido del contrato.

· Propuso las excepciones de “legalidad de las actuaciones de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares”, “improcedencia de las acciones incoadas”, “caducidad de la acción relativa a los contratos suscritos para 1991 y años anteriores a éste” e “ineptitud de la demanda por falta de requisitos formales” (folios 47 a 61 y 64 a 68 del primer cuaderno).

7. Decreto de pruebas.

Mediante auto de junio 29 de 1995 el Tribunal Administrativo de Cundinamarca decretó las pruebas solicitadas por las partes (folios 91 y 92 del primer cuaderno).
En el mismo acto, además de decretar la prueba pericial solicitada, con el fin de determinar los perjuicios materiales sufridos por los accionantes, fueron designados los peritos.
8. Alegatos de conclusión y concepto del Ministerio Público.
El 10 de diciembre de 1998 el Tribunal a quo ordenó dar traslado a las partes y al agente del Ministerio Público para que presentasen sus respectivos alegatos de conclusión (folio 198 del primer cuaderno).
La parte actora hizo un recuento de los hechos, reiteró los planteamientos expuestos en el escrito de demanda y afirmó que la actuación de la Administración, de obligar a los arrendatarios a desalojar el local comercial, le produjo unos perjuicios que debían ser indemnizados, por cuanto los arrendatarios tuvieron que suspender el servicio que prestaban (folios 199 a 206 del primer cuaderno).

La parte demandada se refirió a los argumentos y excepciones formulados en el escrito de contestación de la demanda y solicitó que se negaran las pretensiones, en tannto las actuaciones de la entidad pública demandada se ajustaron a las prescripciones legales (folios 207 a 213 del primer cuaderno).
El Ministerio Público no emitió concepto en esta instancia.

9. La sentencia impugnada.
El Tribunal Administrativo de Cundinamarca profirió sentencia -en el presente asunto- el 16 de septiembre de 1999 (folios 354 a 241 del cuaderno principal).

El Tribunal a quo encontró plenamente configurada la excepción de falta de jurisdicción, en relación con la pretensión de declaratoria de nulidad de los oficios dirigidos por la entidad pública demandada –arrendadora- a los demandantes –arrendatarios-, en tanto apreció que los mismos no contenían acto administrativo alguno, por cuanto se limitaban a trazar directrices relacionadas con el desarrollo de los contratos. 

En cuanto a las excepciones formuladas por la parte demandada, el Tribunal a quo expresó lo siguiente:

· Respecto de la excepción de legalidad, consideró que si bien se trataba de un medio de defensa, ésta no tenía naturaleza de excepción, por cuanto los argumentos expuestos se limitaban a negar los hechos y el fundamento de derecho invocados por la actora.

· En cuanto a la excepción denominada por el actor “improcedencia de las acciones incoadas”, sustentada por la demandada en el hecho de que el actor había escogido la acción equivocada -en tanto había demandado en acción de nulidad y restablecimiento del derecho-, consideró que “carecía de asidero” por cuanto en el proceso se podía observar con claridad que la acción incoada  había sido la contractual.

· Sostuvo el a quo que la acción relativa a los contratos suscritos en el año de 1991 y en los años anteriores se encontraba caducada, en tanto la demanda se presentó con posterioridad a los dos años consagrados en el artículo 136 del C.C.A.

· Afirmó el Tribunal Administrativo a quo que la actora había invocado la vulneración de numerosas normas y había expresado el concepto de su violación, razón por la cual la demanda no era inepta.

El Tribunal Administrativo a quo negó los cargos formulados, respecto de los cuales expuso, en síntesis, lo siguiente:

· Que no se vulneraron los artículos 19, 20 y 21 del Decreto-ley 222 de 1983, que regulaban las facultades de modificación, terminación e interpretación unilaterales, porque la entidad pública demandada no hizo uso de estas facultades, así pues, este cargo no prosperó.

· Que si bien el contrato de arrendamiento no se encontraba incluido en la lista de los contratos administrativos, relacionados en el artículo 16 del Decreto-ley 222 de 1983, ello no impedía que en el mismo  se pactara cláusula de caducidad, por cuanto se trataba de un contrato de derecho privado celebrado por la Administración, luego, no se incurrió en la pretendida nulidad en razón de la violación de este artículo 16.

· Que las normas del Código de Comercio, citadas por los demandantes, no resultaban aplicables al contrato celebrado, toda vez que el artículo 156 del Decreto-ley 222 disponía que el contrato de arrendamiento celebrado por las entidades públicas no constituía un acto de comercio.

· Que el vencimiento del plazo no impedía a la Administración declarar la caducidad del contrato, en tanto el plazo sólo señalaba un límite temporal para el cumplimiento de las obligaciones y, por ello, si las obligaciones no se habían cumplido surgía para las entidades “la posibilidad de aducir su incumplimiento con las consecuencias que legal y contractualmente procedan, entre ellas la declaratoria de caducidad si ella se pactó”; afirmó que si esto no fuera de esta manera, se llegaría al absurdo planteado por la parte demandada de no poderse declarar durante el plazo de ejecución –porque no habría incumplimiento- y tampoco después de esta época –por incompetencia-, con lo cual la figura de la caducidad resultaría inocua.

· Respecto de la cláusula de caducidad consagrada en el contrato celebrado en enero de 1993, constitutiva de coacción indebida –según la parte actora-, afirmó el Tribunal a quo que se trataba de una potestad legal y que, además, los arrendatarios habían aceptado suscribir el contrato “sin objeción alguna y con manifestación libre y espontánea del arrendatario”, razón por la cual no se configuraba la pretendida nulidad del contrato.
10. El recurso de apelación.
Inconformes con la decisión del Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, los demandantes interpusieron recurso de apelación (folio 246 del cuaderno principal), el cual fue concedido por el Tribunal a quo, mediante auto de octubre 14 de 1999 (folio 250 del cuaderno principal).

En su escrito de apelación, la parte actora solicitó revocar la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo a quo y, en su lugar, conceder las pretensiones de la demanda. Sustentó el recurso en los términos que se condensan a continuación (folios 254 a 257 del cuaderno principal):

· Que el a quo dejó de atender una circunstancia legal, cual fue el hecho de que en el texto del contrato se estipuló la aplicación de los artículos 518 a 524 del Código de Comercio.

· Que de conformidad con lo dispuesto en el Código de Comercio, las estipulaciones que eliminaban la aplicación de los artículos 518 a 523 del mencionado Código y que establecían una condición distinta, como la de dar por terminado el contrato mediante la introducción de la cláusula de caducidad, no producían efectos porque desconocían el derecho de renovación del contrato.

· Que el empresario que hubiere ocupado el inmueble por un período igual o superior a dos años tenía derecho a la renovación del contrato.

· Que el hecho de no llevar libros de contabilidad no era óbice para desconocer los perjuicios que se habían ocasionado con el cierre del establecimiento de comercio y con el traslado a otro sitio, toda vez que se trataba de comerciantes de régimen simplificado, los cuales no se encontraban obligados a llevar libros de contabilidad, razón por la cual pidió tomar en cuenta los perjuicios calculados por los peritos.

· Que, de conformidad con el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, se debía garantizar una reparación integral, en tanto se acreditó en el proceso que la entidad pública demandada ocasionó un daño a los demandantes. 

11. Actuación en segunda instancia. 

Esta Corporación, a través de auto del veinticinco (25) de febrero de 2000 (folio 259 del cuaderno principal) admitió el recurso de apelación interpuesto por la parte actora y ordenó la notificación personal al representante del Ministerio Público y la notificación por estado a las partes del proceso (folio 259 del cuaderno principal).
Mediante auto del 5 de mayo de dos 2000 se corrió traslado a las partes para que presentaran sus alegatos de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera el respectivo concepto (folio 262 del cuaderno principal).
Las partes demandante y demandada presentaron oportunamente sus escritos de alegación. El Ministerio Público guardó silencio en esta instancia.

11.1. Alegatos de la demandante.

La demandante presentó, como escrito de alegaciones, un texto con un contenido idéntico al de apelación de la sentencia (folios 262 a 265 del cuaderno principal).

11.2. Alegatos de la demandada.

La entidad pública demandada solicitó en sus alegatos de conclusión que las pretensiones de la actora fueran resueltas desfavorablemente, para cuya petición insistió en la legalidad de las actuaciones de la entidad pública demandada y reiteró lo afirmado en el escrito de contestación de la demanda respecto de las excepciones propuestas (folios 266 a 271 del cuaderno principal).

II. C O N S I D E R A C I O N E S:
Para adelantar el estudio de los distintos temas que constituyen materia de la litis, se avanzará en el siguiente orden: 1. Competencia de la Sala para conocer del asunto; 2. Objeto del recurso de apelación; 3. La acción ejercida; 4. El término para proponer la acción; 5. Las comunicaciones demandadas; 6.  Las pruebas aportadas al proceso; 7. El caso concreto.

1. La competencia de la Sala para conocer del asunto.
El día 1 de enero de 1993 la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares
 y los señores Guillermo Garavito Medina y Alberto Salamanca Llach, celebraron contrato de arrendamiento de un (1) local ubicado en la carrera 13 No. 27-30  de la ciudad de Bogotá.

En la cláusula novena del contrato se estipuló la potestad de declarar su caducidad, de acuerdo con la cual, si los arrendatarios incumplían las obligaciones convenidas, o incurrían en alguna de las causales previstas en el Decreto-ley 222 de 1983, la entidad pública la podía declarar unilateralmente e imponerle como sanción pecuniaria una suma equivalente al valor de tres cánones de arrendamiento.
El contrato estudiado se celebró en vigencia del Decreto-ley 222 de 1983, el cual clasificó los contratos celebrados por las entidades públicas en contratos administrativos y contratos de Derecho Privado de la Administración; el artículo 16
 de este Decreto-ley, consagró el listado de los contratos administrativos propiamente dichos y dispuso, de igual forma, que los no contenidos allí serían contratos de Derecho Privado de la Administración.
En este sentido, el contrato de arrendamiento celebrado por una entidad pública era uno de aquéllos considerados como “privado de la administración”, pues no se encontraba enlistado en el artículo 16, lo cual adquiere relevancia a efectos de definir la jurisdicción competente para dirimir los conflictos originados en tales contratos, por cuanto el artículo 17 del Decreto-ley 222 de 1983 prescribía:

“La calificación de contratos administrativos determina que los litigios que de ellos surjan son del conocimiento de la justicia contencioso administrativa; los que se susciten con ocasión de los contratos de derecho privado, serán de conocimiento de la justicia ordinaria. 

“PARAGRAFO. No obstante, la justicia contencioso administrativa conocerá también de los litigios derivados de los contratos de derecho privado en que se hubiere pactado la cláusula de caducidad.

“Igualmente, en los contratos de derecho privado de la administración, en cuya formación o adjudicación haya lugar a la expedición de actos administrativos, se aplicarán a éstos las normas del procedimiento gubernativo conforme a este estatuto, y las acciones administrativas que contra dichos actos sean viables, estarán sometidas a las reglas de la justicia contencioso administrativa.” (Negrilla fuera del texto)
Bajo esta perspectiva, el Consejo de Estado, en esta instancia, es el competente para conocer de las controversias suscitadas a raíz de dicho contrato. Esta posición ha sido expuesta por la jurisprudencia del Consejo de Estado, que al respecto ha señalado: 
“En tal virtud, conforme a reiterada jurisprudencia de esta Corporación, el conocimiento de los conflictos generados por contratos celebrados por las entidades públicas, estaba informado por las siguientes reglas: 
“a) Si el contrato era de aquellos que taxativamente se señalaba como administrativos en el artículo 16 de ese estatuto o en otra norma especial con esa categoría, entonces era la Jurisdicción Contencioso Administrativa la competente para conocer del proceso.
“b) Si el contrato no estaba consagrado en el listado del artículo 16, era considerado como de derecho privado de la administración, y la competencia para conocer los conflictos que de él se derivan correspondía a la Jurisdicción Ordinaria. 
“c) Si el contrato era de aquellos considerados como de derecho privado e incluía la cláusula de caducidad, entonces se radicaba en cabeza de la Jurisdicción Contencioso Administrativa la competencia para conocer de los conflictos que de él se derivaran. 
“d) Si en relación con el contrato de derecho privado de la administración en el cual no se había incluido la cláusula de caducidad, se profería un acto administrativo, la competencia para el juzgamiento de tal acto, correspondía a la Jurisdicción Contencioso Administrativa.” 

Sumado a lo anterior, con la entrada en vigencia de la Ley 80 de 1993, más precisamente de las normas que regulan competencias, se observa que su artículo 75
 prescribe, expresamente, que la jurisdicción competente para conocer de las controversias generadas en los contratos celebrados por las entidades estatales es la Jurisdicción Contencioso Administrativa
; esto considerando que las normas procesales son de aplicación inmediata sin importar, como ocurre en el caso concreto, que el contrato se haya celebrado en vigencia del Decreto-ley 222, teniendo en cuenta que la demanda fue presentada el día 17 de mayo de 1994, esto es, luego de entrar en vigencia la Ley 80 de 1993.
2. Objeto del recurso de apelación.          
Resulta necesario precisar, ab initio, que el recurso de apelación fue interpuesto únicamente por la parte demandante y se encuentra encaminado a que se revoque la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca y se concedan las pretensiones formuladas en la demanda, en tanto el apelante consideró que: i) al contrato celebrado le resultaban aplicables las normas contenidas en el Código de Comercio y no las contenidas en el Decreto-ley 222 de 1983; ii) la cláusula de caducidad pactada en el contrato de arrendamiento no producía efectos, toda vez que al hacerla efectiva se desconocían las prescripciones contempladas en el Código de Comercio respecto de la terminación y la prórroga del contrato; iii) en virtud de la aplicación de las normas del Código de Comercio, el contrato se había prorrogado automáticamente; iv) en el proceso se habían probado con suficiencia los perjuicios sufridos por los arrendatarios y, por esa razón, debía ordenarse su reparación integra. 
Lo anterior obliga a destacar que el recurso que promueve el apelante único, cuya situación no puede desmejorarse en virtud del principio constitucional de la no reformatio in pejus, se encuentra limitado a los aspectos indicados. Al respecto, conviene recordar que a través del recurso de apelación se ejerce el derecho de impugnación contra una determinada decisión judicial –en este caso la que contiene una sentencia-, por lo cual corresponde al recurrente confrontar los argumentos que el juez de primera instancia consideró para tomar su decisión, con las propias consideraciones del recurrente, para efectos de solicitarle al juez de superior jerarquía funcional que decida sobre los puntos o asuntos que se cuestionan ante la segunda instancia. Lo anterior de conformidad con lo establecido en la parte inicial del artículo 357 del C. de P. C., a cuyo tenor: 

“La apelación se entiende interpuesta en lo desfavorable al apelante y por lo tanto el superior no podrá enmendar la providencia en la parte que no fue objeto del recurso, salvo que en razón de la reforma fuere indispensable hacer modificaciones sobre puntos íntimamente relacionados con aquélla. (…).” (Negrillas adicionales). 

En este orden de ideas, resulta claro que para el juez de segunda instancia su marco fundamental de competencia lo constituyen las referencias conceptuales y argumentativas que se aducen y esgrimen en contra de la decisión que se hubiere adoptado en primera instancia, por lo cual, en principio, los demás aspectos, diversos a los planteados por el recurrente se excluyen del debate en la instancia superior, toda vez que en el recurso de apelación operan tanto el principio de congruencia
 de la sentencia como el principio dispositivo
, razón por la cual la jurisprudencia nacional ha sostenido que “las pretensiones del recurrente y su voluntad de interponer el recurso, condicionan la competencia del juez que conoce del mismo. Lo que el procesado estime lesivo de sus derechos, constituye el ámbito exclusivo sobre el cual debe resolver el ad quem: ‘tantum devolutum quantum appellatum’”
. 

Así pues, cuando la ley lo exija, el recurrente debe señalar en forma oportuna, esto es dentro de los términos establecidos por la ley, tanto los asuntos o aspectos que considere lesivos de sus derechos, como también justificar las razones de su inconformidad, a las cuales deberá ceñirse el juez
. La exigencia legal de que el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia deba sustentarse no es, en consecuencia, una simple formalidad irrelevante para el proceso, por lo cual su inobservancia acarrea la declaratoria de desierto y, por contera, la ejecutoria de la providencia que se recurre (artículo 212 C.C.A.).

Otra de las limitaciones relevantes a las cuales se encuentra materialmente sujeta la competencia del juez ad quem, para efectos de proferir el fallo respectivo con el cual ha de desatarse la apelación interpuesta contra una sentencia, la constituye la garantía de la no reformatio in pejus, por virtud de la cual no es válidamente posible que, con su decisión, el juez de la segunda instancia agrave, empeore o desmejore la situación que en relación con el litigio correspondiente le hubiere sido definida al apelante único mediante la sentencia de primera instancia.
Dicha garantía, que le imposibilita al juez de la segunda instancia agravar la situación del apelante o resolverle en su perjuicio y que se circunscribe a los eventos en los cuales el cuestionamiento del fallo proviene de quien ha de aparecer como apelante único, encuentra expresa consagración constitucional en el artículo 31 de la Carta Política, a cuyo tenor:

“Artículo 31. Toda sentencia judicial podrá ser apelada o consultada, salvo las excepciones que consagre la ley.

“El superior no podrá agravar la pena impuesta cuando el condenado sea apelante único”. 

Pues bien, a la luz de esta garantía, que le impone al juez de la segunda instancia el deber de respetar o de preservar el fallo apelado en aquellos aspectos que no resultaren desfavorables para el apelante único y que el mismo no hubiere cuestionado por considerarlos no perjudiciales para sus derechos o intereses, conecta perfectamente con la limitación material que de igual manera debe respetar el juez de segunda instancia, contenida en la parte inicial del inciso primero del artículo 357 del C. de P. C., en razón de la cual “[l]a apelación se entiende interpuesta en lo desfavorable al apelante, y por lo tanto el superior no podrá enmendar la providencia en la parte que no fue objeto del recurso, …”, de lo cual se desprende con claridad que si la apelación debe entenderse interpuesta únicamente en relación con aquello que en el fallo impugnado resultare perjudicial o gravoso para el recurrente, el juez de la segunda instancia está en el deber de respetar y de mantener incólume, para dicho recurrente único –y con ello para el resto de las partes del proceso–, los demás aspectos de ese fallo que no hubieren sido desfavorables para el impugnante o frente a los cuales él no hubiere dirigido ataque o cuestionamiento alguno, puesto que la ausencia de oposición evidencia, por sí misma, que el propio interesado no valora ni estima como perjudiciales para sus intereses los aspectos, las decisiones o las materias del fallo de primera instancia que de manera voluntaria y deliberada no recurrió, precisamente, por encontrarse conforme con ellos
.  
De esta manera resulta claro que el límite material que para las competencias del juez superior constituye el alcance de la apelación y los propósitos específicos que con la misma se persiguen, se complementa de manera diáfana y directa con la garantía de la no reformatio in pejus, a la cual, simultáneamente, le sirve de fundamento y explicación.

En conclusión, la Sala, en su condición de juez de la segunda instancia, procederá a examinar y a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, sin que ello implique de modo alguno la afectación de la plurimencionada garantía de la no reformatio in pejus que en este caso concreto ampara al recurrente único.
3. La acción ejercida. 

La parte actora invocó expresamente el ejercicio de la acción de controversias contractuales prevista en el artículo 87 del Código Contencioso Administrativo, cuyo texto, para la época de la presentación de la demanda, era el siguiente:

“De las controversias contractuales. Cualquiera de las parte de un contrato administrativo o privado con cláusula de caducidad podrá pedir que se declare su existencia o su nulidad y que se hagan las declaraciones, condenaciones o restituciones consecuenciales; que se ordene su revisión; que se declare su incumplimiento y que se condene al contratante responsable a indemnizar los perjuicios y que se hagan otras declaraciones y condenaciones…”.

Mediante el análisis de la anterior disposición, la Sala advierte que la acción de controversias contractuales resultaba procedente para demandar la nulidad de los contratos celebrados por las partes de este proceso en  enero 1 de 1991 y en enero 1 de 1993, de los actos administrativos por medio de los cuales el Estado declaró la caducidad del último de estos contratos, así como la responsabilidad del Estado fundada en la existencia de daños ocasionados en su condición de sujeto activo de la contratación estatal. 
En el caso concreto la Sala considera que la acción ejercida es la de controversias contractuales, no sólo porque el demandante expresamente la invocó y la sustentó en su demanda sino, fundamentalmente, porque la misma se promovió con el objeto de que se declarara la nulidad de los mencionados contratos.

Así pues, la acción pertinente es la contractual, de conformidad con las prescripciones contenidas en el artículo 77 de la Ley 80, expedida en el año de 1993, según las cuales “Los actos administrativos que se produzcan con motivo u ocasión de la actividad contractual sólo serán susceptibles del recurso de reposición y del ejercicio de la acción contractual, de acuerdo con las reglas del Código Contencioso Administrativo”.

De acuerdo con lo anterior, no le asiste razón al apoderado de la entidad pública demandada, en su afirmación de que el actor habría acumulado dos acciones diferentes, la contractual y la de nulidad y restablecimiento del Derecho, respecto de lo cual resulta pertinente dejar consignado que el apoderado de la entidad pública demandada presentó de nuevo las excepciones que fueron propuestas en la contestación de la demanda, las cuales fueron despachadas negativamente por parte el Tribunal de instancia, decisión que no fue impugnada por la entidad pública demandada y, por lo tanto, no resulta procedente debatirlas de nuevo en esta instancia procesal.

4. El término para proponer la acción.

De conformidad con el artículo 136 del C.C.A., -modificado por el artículo 23 del Decreto 2304 de 1989-, norma vigente para el momento de presentación de la demanda, la acción contractual -consagrada en el artículo 87 del C.C.A.
- se puede intentar en un término de dos (2) años contados desde la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que le sirven de fundamento; la Sala ya ha precisado en providencias anteriores la forma de computar el plazo para el ejercicio de la acción contractual, respecto de lo cual ha sostenido:
“Como resulta apenas natural, se impone precisar entonces que la acción contractual podrá ejercerse a partir del momento en que se reúnan las condiciones, se configuren las circunstancias o exigencias o se hayan reunido los presupuestos requeridos en cada caso para solicitar de la jurisdicción un pronunciamiento acerca de las pretensiones correspondientes. Así, por ejemplo, para deprecar la nulidad del contrato –que supone un juicio sobre su validez-, será indispensable que el mismo se haya celebrado; cuando se persiga la declaratoria de incumplimiento del contrato será necesario que se hubiere configurado la desatención del contenido obligacional del vínculo, etc. 

“Pues bien, hecha la precisión que antecede y teniendo presente el marco que se ha expuesto acerca del carácter procesal de las normas que regulan la caducidad de las acciones y las implicaciones que de ello se derivan, hay lugar a señalar que –con excepción de los eventos en que se pretenda la nulidad del contrato, casos en los cuales el término correspondiente empezará a correr a partir de la respectiva celebración-, para la Sala el cómputo del término de caducidad de la acción, de manera general, debe iniciar a partir del momento en que i) ocurrió la terminación del correspondiente contrato, si fuere de aquellos que no requiere liquidación o ii) a partir del momento en que se efectuó su liquidación, si a ella se hubiere procedido o iii) caso de no haberse efectuado tal liquidación cuando a la misma había lugar, a partir del momento en el cual debió haberse producido la correspondiente liquidación.”

En tal sentido ha sido reiterada la jurisprudencia al señalar que todas las acciones que a bien tenga promover el contratista con ocasión de la ejecución del contrato, debe formularlas a más tardar dentro de los dos años siguientes a su terminación o a su liquidación, si ésta era necesaria, so pena de que opere el fenómeno de la caducidad de la acción
; ahora bien, si se pretende la nulidad del contrato celebrado, el término iniciará a correr desde su celebración. 

La Sala observa que el demandante solicitó la nulidad de dos contratos: i) uno celebrado el 1º de enero de 1991 y terminado el 31 de diciembre de ese mismo año y ii) otro celebrado el 1º de enero de 1993 y terminado el 31 de diciembre de ese año; así pues, teniendo en cuenta que la demanda fue presentada el 17 de mayo de 1994, operó el fenómeno de la caducidad respecto de las reclamaciones relacionadas con el contrato celebrado el 1º de enero de 1991,  no así respecto del celebrado el 1º de enero de 1993, cuya pretensión será analizada por la Sala.

También solicitó el actor la nulidad de las Resoluciones números 2047 de diciembre 31 de 1993 y 452 del 28 de marzo de 1994, a través de las cuales se declaró y se confirmó la declaratoria de caducidad del contrato celebrado el 1º de enero de 1993; toda vez que este contrato se terminó el 31 de diciembre de 1993, no habían transcurrido los dos años para ejercer la acción.

Así mismo, solicitaron los actores la nulidad de varios oficios dirigidos por la entidad pública demandada a los arrendatarios, en los cuales le anuncia el valor de los nuevos cánones, así como la renovación o la terminación de los contratos vigentes para cada uno de esos momentos. Los siguientes son los oficios demandados:

“24447 del 6 de diciembre de 1.988
“725 del 16 de enero de 1.989
“902 del 18 de enero de 1.989

“26070 del 14 de diciembre de 1989

“25746 del 28 de noviembre de 1990

“25571 del 19 de diciembre de 1990

“18740 del 21 de octubre de 1991

“19971 del 7 de noviembre de 1991

“23076 del 30 de diciembre de 1991

“05861 del 2 de abril de 1992

“01724 del 4 de febrero de 1993

“17569 del 22 de octubre de 1993

“6086 del 5 de abril de 1994 
La Sala sólo se referirá a los tres últimos oficios, dado que respecto de los demás ocurrió el fenómeno de la caducidad de la acción, toda vez que han transcurrido más de dos años desde la terminación de los contratos a los cuales aludían los mencionados oficios.

5. Las comunicaciones demandadas.
Según ya se refirió, en el expediente obran las copias auténticas de varios oficios dirigidos por la entidad pública demandada a los arrendatarios, los cuales contienen la siguiente información: i) a través del oficio 01724 de 1993, se informó a los contratistas que se celebraría contrato de arrendamiento hasta el 31 de diciembre de ese año; ii) mediante el oficio 17569 de octubre 22 de 1993 se comunicó a los arrendatarios que el contrato de arrendamiento se terminaba el día 31 de diciembre de ese año; iii) por medio del oficio 6086 de abril 5 de 1994 se respondió a los arrendatarios un oficio, en términos de que la entidad se había limitado a cumplir con la ley y con los términos del contrato. 

Ahora bien, en el derecho administrativo se tiene claro, desde hace bastante tiempo, que el acto administrativo es la manifestación unilateral
 de voluntad proferida en ejercicio de funciones administrativas, destinada a crear, modificar o extinguir situaciones jurídicas, esto es a producir efectos jurídicos; quiere ello significar que solamente las manifestaciones de voluntad administrativa que revistan contenido decisorio, vale decir que produzcan efectos jurídicos, constituyen actos administrativos susceptibles de ser atacados ante el Juez de lo Contencioso Administrativo en ejercicio de las acciones consagradas en los artículos 84, 85 u 87 del C.C.A.; en relación con este asunto, ha sostenido la jurisprudencia:

“De este modo, se parte de la premisa diseñada por la consideración de que los actos administrativos constituyen la expresión unilateral de la voluntad de la Administración por medio de la cual se crea, en forma obligatoria, una situación jurídica de carácter general, impersonal o abstracta, o bien, de carácter subjetivo, individual y concreto, es decir, que se trata de una decisión capaz de producir efectos jurídicos y, en consecuencia, de vincular a los administrados. 

         “(…)

“La producción de efectos en el plano externo, esto es, frente a los particulares, constituye precisamente el punto medular que perfila la existencia del acto administrativo, y que lo diferencia de los llamados actos inter-orgánicos, tal como lo enseña el profesor Cassagne, quien sobre el tópico en cuestión ha efectuado las siguientes aseveraciones:

“En definitiva, la noción de acto administrativo comprende toda declaración proveniente de un órgano estatal, emitida en ejercicio de la función materialmente administrativa y caracterizada por un régimen exorbitante, que genera efectos jurídicos individuales directos con relación a los administrados destinatarios del acto.”

          “(...)
“En suma, el dato del carácter directo del efecto ha de vincularse a un destinatario ajeno a la Administración, por cuya causa sólo se concibe la existencia del acto administrativo cuando sus efectos alcanzan la esfera jurídica de los administrados o terceros afectando la relación jurídica sustancial que los vincula.” 
 (Destacado por fuera del texto)” (énfasis en el texto original)
.

Así conceptualizado, el acto administrativo resulta plena y fácilmente deslindable de las operaciones administrativas desplegadas por la autoridad que adopta una decisión con el propósito de ejecutar el contenido de la misma, una vez ésta ha adquirido firmeza, incluso contra la voluntad del destinatario de la determinación, con la alternativa que tiene a su alcance la respectiva autoridad administrativa de ejercer los poderes coercitivos previstos en el ordenamiento jurídico al efecto, entre los cuales se incluyen la ejecución por el propio administrado o el cumplimiento de lo decidido con el apoyo de la Fuerza Pública -artículos 62, 64 y 65 del C.C.A.-. La aludida distinción entre acto y operación administrativa constituye un asunto plenamente decantado en la jurisprudencia de esta Corporación, según lo refleja el siguiente pronunciamiento:

“El acto administrativo es la declaración de voluntad de una entidad pública o persona privada en ejercicio de funciones administrativas, capaz de producir efectos jurídicos.

“A la luz de la doctrina el contenido del acto se traduce en una decisión, en una certificación o registro, o en una opinión o concepto, este último excepcionalmente se puede considerar como tal por razón de su obligatoriedad.

“Por su parte, la operación administrativa es la actividad material de una entidad pública o persona privada en ejercicio de funciones administrativas, que tiene por objeto la ejecución de los actos administrativos. Hacer efectivo su cumplimiento. 

“En el presente caso la fuente directa del perjuicio es el acto que ordenó la demolición; y sería la operación cuando excede lo ordenado en el acto. Se aparta de éste o se cumple sin su ejecutoria, lo cual no se deduce de lo alegado en la demanda”
.

Pues bien, mediante los demandados oficios en estudio la entidad pública contratante se limitó a suministrar a los arrendatarios información acerca del devenir de los contratos, así pues, no puede menos que concluirse que los oficios en cuestión carecen de contenido decisorio alguno en cuanto no crearon, no extinguieron y no modificaron situación jurídica alguna; consecuencialmente, debe entenderse como parte de la operación administrativa adelantada por la propia entidad demandada con el propósito de hacer cumplir decisiones proferidas.

Por consiguiente, toda vez que los demandados oficios expedidos por la entidad pública contratante y dirigidos a los arrendatarios, no constituyen actos administrativos, la Sala se declarará inhibida para efectuar pronunciamiento alguno en punto a su legalidad.
6. Las pruebas aportadas al proceso.
El artículo 168 del Código Contencioso Administrativo
 señala expresamente que a los procesos atribuidos al conocimiento de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo aplicará el régimen legal probatorio establecido por el Código de Procedimiento Civil. Así, al incorporarse dicho régimen se adoptó también la filosofía
 que inspira las pruebas en el estatuto procesal civil, el cual se materializa en el sistema de valoración probatoria que está presente en los procesos constitutivos, declarativos o de condena que regula esa normatividad.

Bajo esta perspectiva, resulta necesario tener presente que de acuerdo con el artículo 253 del C. de P. C.
, los documentos pueden aportarse al proceso en original o en copia, éstas últimas consistentes en la trascripción o reproducción mecánica del original; sumado a ello, el artículo 254 del C. de P. C., regula el valor probatorio de los documentos aportados en copia, respecto de los cuales señala que tendrán el mismo valor del original en los siguientes eventos: i) cuando hayan sido autorizados por notario, director de oficina administrativa o de policía, o secretario de oficina judicial, previa orden del juez en donde se encuentre el original o copia autenticada; ii) cuando sean autenticados por notario, previo cotejo con el original o con la copia autenticada que se le ponga de presente y iii) cuando sean compulsados del original o de la copia auténtica. 

A lo anterior se agrega que el documento público, es decir aquel que es expedido por funcionario de esa naturaleza, en ejercicio de su cargo o con su intervención (artículo 251 C. de P. C.), se presume auténtico y tiene pleno valor probatorio frente a las partes, los terceros y el juez, salvo que su autenticidad sea desvirtuada mediante tacha de falsedad, según lo dispone el artículo 252 del C. de P.C. 

De otro lado, si el documento aportado es de naturaleza privada, al tenor de lo dispuesto en el aludido artículo 252 del C. de P. C., éste se reputará auténtico en los siguientes casos: i) cuando hubiere sido reconocido ante el juez o notario, o judicialmente se hubiere ordenado tenerlo por reconocido; ii) cuando hubiere sido inscrito en un registro público a petición de quien lo firmó; iii) cuando se encuentre reconocido implícitamente por la parte que lo aportó al proceso, en original o copia, evento en el cual no podrá impugnarlo, excepto cuando al presentarlo alegue su falsedad; iv) cuando se hubiere declarado auténtico en providencia judicial dictada en proceso anterior, con audiencia de la parte contra quien se opone en el nuevo proceso, y v) cuando se hubiere aportado a un proceso, con la afirmación de encontrarse suscrito por la parte contra quien se opone y ésta no lo tache de falso.

En relación con las copias aportadas a un proceso y su alcance probatorio, la Corte Constitucional, en sentencia C-023 de febrero 11 de 1998, puntualizó: 

“El artículo 25 citado se refiere a los “documentos” y hay que entender que se trata de documentos originales. En cambio, las normas acusadas versan sobre las copias, como ya se ha explicado. Sería absurdo, por ejemplo, que alguien pretendiera que se dictara mandamiento de pago con la copia simple, es decir, sin autenticar, de una sentencia, o con la fotocopia de una escritura pública, también carente de autenticidad.

“Un principio elemental que siempre ha regido en los ordenamientos procesales es el de que las copias, para que tengan valor probatorio, tienen que ser auténticas. Ese es el principio consagrado en las normas del Código de Procedimiento Civil que regulan lo relativo a la aportación de copias de documentos.

“De otra parte, la certeza de los hechos que se trata de demostrar con prueba documental, y en particular, con copias de documentos, está en relación directa con la autenticidad de tales copias. Tal certeza es el fundamento de la eficacia de la administración de justicia, y en últimas, constituye una garantía de la realización de los derechos reconocidos en la ley sustancial.

“En tratándose de documentos originales puede el artículo 25 ser explicable, porque su adulteración es más difícil, o puede dejar rastros fácilmente. No así en lo que tiene que ver con las copias, cuyo mérito probatorio está ligado a la autenticación.”

Previo a examinar de fondo el recurso de apelación propuesto, se requiere revisar las pruebas aportadas al proceso de la referencia, a efectos de establecer su autenticidad y, por ende, realizar el respectivo juicio de legalidad; de esta forma se relacionan a continuación los documentos aportados al proceso:

6.1. Documentos aportados en original o en copia auténtica.
6.1.1. Parte demandante.
Original de dos certificados expedidos por la Cámara de Comercio de Bogotá, en los cuales consta que el señor Guillermo Alfredo Garavito Medina se encuentra inscrito como comerciante (folio 1 del segundo cuaderno) y que el nombre “Vaquería” corresponde a un establecimiento comercial  (folio 2 del segundo cuaderno).

6.1.2. Documentos anteriores a la celebración del contrato.
· Copia auténtica de diversas comunicaciones enviadas por la Caja de Retiro a los arrendatarios, correpondientes al desarrollo de  los contratos suscritos durante los períodos comprendidos entre los años de 1987 y de 1992, en los cuales les comunicó diversos aspectos relacionados con los contratos de arrendamiento de los respectivos años (folios 19 a 29 y 57 a 63 del segundo cuaderno).

· Copia auténtica de contratos, de soportes contables de los arrendatarios y de comunicaciones cruzadas, correspondientes a los contratos de arrendamiento celebrados durante los períodos de 1986 a 1992 (folios 50 a 215 del segundo cuaderno).

· Copia auténtica del oficio 01724 del 4 de febrero de 1993, dirigido por el Jefe de Oficinas y Locales Comerciales de la entidad pública demandada a los arrendatarios, en el cual les informó que la entidad había decidido celebrar un nuevo contrato de arrendamiento hasta el día 31 de diciembre de 1993 (folio 29 del segundo cuaderno).

6.1.3. El Contrato demandado.

· Copia auténtica del contrato de arrendamiento suscrito entre la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares y los señores Guillermo Garavito Medina y Alberto Demetrio Salamanca Llach, cuyo objeto constituyó el arrendamiento de un local situado en la carrera 13 No. 27-30 de la ciudad de Bogotá, por un canon mensual de $ 1’029.614.oo, cuyo valor, en el evento de que ocurriese una prórroga, se incrementaría de acuerdo con la variación del IPC; se destacan las siguientes cláusulas (folios 45 a 49 del segundo cuaderno):

“CLAUSULA TERCERA: DURACION: El término del arrendamiento será de un (1) año, contado a partir del 01 de enero de 1993, hasta el 31 de Diciembre del mismo año. PARAGRAFO PRIMERO: VENCIMIENTO DEL TERMINO: La parte que quiera hacer cesar el arrendamiento al vencimiento del término de este contrato, deberá dar aviso en tal sentido por escrito a la otra mínimo con un (1) mes de anticipación: en este evento los arrendatarios se obligan a permitir que el inmueble bajo su tenencia sea visitado para su posterior arrendamiento y a entregarlo el último día de vigencia del contrato antes de las 06:00 p.m. El incumplimiento de las obligaciones aquí consagradas dará lugar a que EL ARRENDADOR declare la caducidad del contrato. PARAGRAFO SEGUNDO: PRORROGAS TACITAS: Vencido el término principal, si ninguna de las partes ha dado aviso a la otra por escrito de su intención de darlo por terminado, el contrato se entenderá prorrogado en forma sucesiva y automática por períodos iguales al inicialmente pactado. El término de arrendamiento y sus prórrogas no podrán ser superiores a cinco (5) años. PARAGRAFO TERCERO: En caso de prórroga tácita del contrato EL (LOS) ARRENDATARIO se obliga (n) a renovar y aportar la documentación que le sea requerida por EL ARRENDADOR dentro del término señalado por éste. El incumplimiento de esta obligación dará lugar a que el ARRENDADOR declare la caducidad del contrato. (…)

“CLAUSULA CUARTA: DESTINACION: El inmueble será destinado para funcionamiento de una cafetería – restaurante denominada ‘La Vaquería.’

“CLAUSULA QUINTA: ESTADO DEL INMUEBLE: Los ARRENDATARIOS declaran que han recibido el inmueble en buen estado, totalmente terminado y dotado con los implementos relacionados en inventario que se firma por separado y forma parte del contrato y se obligan a conservarlo en el mismo estado, salvo el deterioro natural, siendo de su cargo las reparaciones locativas. 

“CLAUSULA SEXTA: OBRAS: Las obras de adecuación que se realicen para la explotación económica del inmueble serán asumidas exclusivamente por los ARRENDATARIOS y el ARRENDADOR no reconoce valor alguno de las mismas. A la terminación del contrato los ARRENDATARIOS deberán retirar las citadas adecuaciones y restituir el inmueble en las condiciones que lo recibieron. PARAGRAFO PRIMERO: Las partes expresamente manifiestan que las adecuaciones que se hagan con miras a la explotación económica del inmueble no tienen la calidad de mejoras. PARAGRAFO SEGUNDO: Las obras de adecuación deben ser previamente autorizadas por escrito por el ARRENDADOR.

“(…)

“CLAUSULA NOVENA: CADUCIDAD Y PENAS POR INCUMPLIMIENTO: Serán causales de caducidad del contrato además de las ya señaladas, las siguientes: 1- Las consagradas en el artículo 62 del Decreto-ley 222 de 1983; 2- El simple retardo en el pago del canon mensual; 3- El incumplimiento de cualquiera de las obligaciones del arrendatario contempladas en el presente contrato. PARAGRAFO PRIMERO: EFECTOS DE LA CADUCIDAD: Declarada la caducidad del contrato se impondrá como pena pecuniaria a los ARRENDATARIOS una suma equivalente al valor de tres (3) cánones mensuales, la cual podrá cobrarse de manera coactiva, sin menoscabo de los derechos del arrendador a la indemnización de perjuicios a que hubiera lugar. De igual manera se harán exigibles en forma inmediata el pago de los cánones que se adeuden y de cualquier obligación a cargo de los arrendatarios. PARAGRAFO SEGUNDO: Para los efectos a que hace relación la cláusula los ARRENDATARIOS renuncian de manera expresa a los requerimientos del Artículo 2035 del Código Civil. (…).

“(…)

“CLAUSULA DECIMA QUINTA: VISITAS: EL ARRENDADOR por medio de sus empleados, o las personas por él autorizadas, podrá visitar el inmueble materia de este contrato en cualquier tiempo. (...).” 

· Copia auténtica del oficio No. 17569, emanado de la Caja de Retiro el día 22 de octubre de 1993, en el cual le informó a los arrendatarios que el contrato de arrendamiento se terminaba el día 31 de diciembre de 1993 y que, además, la entidad había decidido no “prorrogarlo”, razón por la cual debía restituirlo antes del 31 de diciembre de 1993 a las 6:00 p.m., so pena de que fuese declarada la caducidad del contrato (folio 30 de segundo cuaderno).

6.1.4. La declaratoria de caducidad.
· Copia auténtica de la Resolución número 2047 de diciembre 31 de 1993, por medio de la cual el Director General de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares declaró la caducidad de un contrato de arrendamiento celebrado entre esta entidad y los señores Guillermo Alfredo Garavito Medina y Alberto Demetrio Salamanca Llach -el día 1º de enero de 1993-, de cuya parte considerativa se destacan los siguientes apartes (folios 4 a 8 del segundo cuaderno):

“(…)

“3. (…) esta Dirección General, mediante oficio No. 17569 de Octubre 22 de 1993, en su calidad de ARRENDADORA, comunicó a los  ARRENDATARIOS su voluntad de hacer cesar el arrendamiento por vencimiento del contrato y les solicitó hacer entrega del respectivo inmueble al jefe de la Sección de Oficinas y Locales Comerciales de la Entidad, ‘antes de las 6:00 p.m. del día 31 de Diciembre de 1993, último día de vigencia del contrato’.

“4. Vencido el plazo contractual con el que contaban los ARRENDATARIOS para proceder a la entrega del inmueble arrendado, estos hicieron caso omiso de la obligación contenida en el parágrafo primero de la Cláusula Tercera del respectivo texto contractual, razón por la cual se verificó personalmente su actitud omisiva, constatándose que los ARRENDATARIOS no habían efectuado actividad alguna que permitiera inferir el cumplimiento, aunque ya tardío respecto de la hora convenida en la mencionada cláusula, pero dentro del último día de vigencia del contrato y que por el contrario el inmueble permanecía ocupado en idéntica forma como había venido operando.

“5. La cláusula novena del contrato de arrendamiento en cuestión establece que el incumplimiento de cualquiera de las obligaciones de los ARRENDATARIOS contempladas en el mismo darían lugar a que el ARRENDADOR declare la caducidad del contrato e imponga una pena pecuniaria equivalente al valor de tres (3) cánones mensuales.

“6. El valor mensual del canon de arrendamiento pactado dentro del contrato para la vigencia del mismo es de UN MILLON VEINTINUEVE MIL SETECIENTOS CATORCE PESOS ($1.029.614.oo) MONEDA CORRIENTE.

“7. La CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES en su calidad de Establecimiento Público del Orden Nacional, a la fecha de expedición del presente acto administrativo se encuentra sometida al régimen contractual previsto en el Decreto Ley 222 de 1983, por mandamiento del Estatuto en mención.

“Por su parte el Decreto 3444 de 1985 en su artículo 1º dispone que ‘Los contratos de arrendamiento que celebren las Entidades Públicas se sujetarán a las normas de contratación administrativa previstas en el Decreto 222 de 1983’.

“8º. El inciso 2º del artículo 63 del Decreto Ley 222 de 1983 en concordancia con el literal F del artículo 376 del Acuerdo 18 de 1989 dispone que una vez en firme la Resolución que ha declarado la caducidad de un contrato de arrendamiento en el que la administración ha sido ARRENDADORA, la restitución del inmueble se efectuará por la autoridad policiva del lugar de ubicación del mismo, en este caso por intermedio de la Alcaldía Menor de Santafé de Bogotá a través del procedimiento señalado en el artículo 447 del Código Distrital de Policía.”

Esta Resolución se notificó personalmente el día 18 de enero de 1994 (folio 8 del segundo cuaderno).

· Original de la Resolución número 452 de marzo 28 de 1994, por medio de la cual se resolvió negativamente el recurso de reposición interpuesto por Guillermo Gavavito Medina y Alberto Demetrio Salamanca Llach, de cuya parte motiva se extraen los siguientes apartes (folios 9 al 18 del segundo cuaderno):

“(…)

“5. Esta Dirección General procede a resolver el recurso interpuesto, previas las siguientes consideraciones resultantes de confrontar los hechos y pruebas que originaron el pacto impugnado con los argumentos esgrimidos por los recurrentes:

“a) En primer lugar, resulta necesario establecer la distinción que existe entre el término de duración del contrato y el término fijado para la entrega del inmueble, pues aunque se trata de la misma fecha en diferente hora, el segundo es consecuencia directa del primero y se fijó de común acuerdo entre las partes, con suficiente antelación, tal como consta en el texto contractual, parágrafo primero de la cláusula tercera, en donde los ARRENDATARIOS se OBLIGAN a permitir que el inmueble bajo su tenencia sea visitado para su posterior arrendamiento y ‘a entregarlo el último día de vigencia del contrato antes de las 6:00 p.m.’

“Ahora bien, el acto administrativo impugnado es claro en su parte motiva cuando expresa que ‘vencido el plazo contractual con el que contaban los ARRENDATARIOS para proceder a la entrega del inmueble arrendado (…), estos hicieron caso omiso de la obligación contenida en el parágrafo primero de la cláusula tercera, razón por la cual se verificó personalmente su actitud omisiva, constatándose que los ARRENDATARIOS no habían efectuado actividad alguna que permitiera inferir el cumplimiento, aunque ya tardío respecto a la hora convenida en la mencionada cláusula, pero dentro del mismo día último de vigencia del contrato y que por el contrario el inmueble permanecía ocupado en idéntica forma como venía operando.’ (El subrayado no es textual). Dicha motivación podría ser atacada únicamente, si se llegare a demostrar que antes del 1º de Enero de 1994 se hizo entrega del inmueble arrendado, hecho que resulta imposible de demostrar, teniendo en cuenta que a la fecha de expedición de la presente Resolución, los ARRENDATARIOS aún no han cumplido con su obligación de restituir el inmueble.

“b) (…)

“(…) el Director General de la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, mediante oficio No. 17569 en octubre 22 de 1993 informó a los ARRENDATARIOS de su decisión de no prorrogar el término del contrato y les solicitó hacer devolución del inmueble antes de las 6:00 p.m. del día 31 de diciembre de 1993, esto en virtud de lo pactado en el texto contractual. Dicho oficio fue entregado personalmente en el inmueble arrendado por parte del señor JESUS ALFREDO ARIZA MOGOLLON, Auxiliar de Servicios Generales de la Sección de Oficinas y Locales Comerciales de la Entidad, recibiendo la copia debidamente firmada de conformidad, la cual reposa en la carpeta correspondiente.

“(…)

“e. Si bien es cierto que el artículo 16 del Decreto-ley 222 de 1983 relaciona algunos contratos administrativos, no es menos cierto que el artículo 1º de la misma norma, enmarcando el campo de aplicación del Estatuto, dispone en su inciso primero que ‘los contratos previstos en este Decreto que celebren la Nación (Ministerios y Departamentos Administrativos) y los Establecimientos Públicos se someterán a las reglas contenidas en el presente Estatuto’ y en tal virtud los contratos de arrendamiento previstos en el Decreto 222 en su Capítulo Décimo celebrados por la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, Establecimiento Público del Orden Nacional, deben regularse íntegramente por dicho Estatuto Contractual.

“(…)

“f. En lo relativo a la caducidad, el artículo 62 del Decreto-ley 222 de 1983 es muy claro al disponer las causales para declararla, diferenciando especiales previstas en esta Estatuto, enumerando unas y dando la posibilidad de que las partes en procura del exacto cumplimiento del contrato.”

6.1.5. Hechos posteriores a la declaratoria de caducidad.
· Copia auténtica de recibos de depósitos de arrendamiento recibidos por el Banco Popular y de los oficios remisorios de los mismos, correspondientes a los meses de enero a diciembre de 1994, cada uno por valor de $ 1’342.487.oo (folios 36 a 43 del segundo cuaderno.

· Original del oficio número 6086, remitido a los arrendatarios por la entidad pública demandada el día 5 de abril de 1994, en el cual dio respuesta a una comunicación que éstos le enviaran el 10 de marzo de 1993; en el oficio les manifestó que la entidad se había limitado a cumplir con las prescripciones de la ley y del contrato celebrado (folios 31 y 32 del segundo cuaderno).

· Copia auténtica de un oficio emanado del señor Garavito Medina, calendado el 26 de septiembre de 1994, en el cual informó a la entidad demandada que ese mismo día haría entrega del local ocupado, para evitar la diligencia de desahucio policivo; en el oficio manifestó que había dado estricto cumplimiento a lo pactado en el contrato y que había pagado anticipadamente el valor del canon correspondiente al mes de septiembre, así como los servicios públicos; afirmó que hacía entrega de las llaves y que haría uso de las acciones legales (folios 72 y 73 del segundo cuaderno).

· Original de un oficio distinguido con el número 20351 de octubre 12 de 1994, emanado del Director General de la entidad demandada, en el cual responde a los arrendatarios una comunicación de septiembre 26 de 1994 y en el cual les manifiestó que “En forma voluntaria y anticipada a la diligencia de restitución, señalada por la Alcaldía Local para el martes 27 de septiembre, usted manifestó al Jefe de la Sección de Contratación, Servicios y Cobranzas, su intención de entregar el inmueble que ocupaba en calidad de arrendatario” (folio 55 del segundo cuaderno).

6.1.6. Prueba testimonial.
Original de documentos en los cuales se consigna la recepción de los testimonios de las siguientes personas: 

i) Alvaro Calvo Sánchez, quien expresó que era amigo del señor Garavito y que, por esa razón, se había enterado de lo sucedido con el restaurante Vaquería; mencionó que este señor había sufrido grandes perjuicios a raíz de la conducta asumida por la Caja de Sueldos de Retiro (folios 230 a 233 del segundo cuaderno).

ii) Jesús Alfredo Ariza Mogollón, Auxiliar de Servicios Generales de la Caja de Retiro, quién afirmó haberle entregado personalmente al señor Garavito el oficio No. 17569, mediante el cual la entidad le había informado que debía hacer entrega del local el día 31 de diciembre de 1993 (folios 236 a 238 del segundo cuaderno).

6.1.7. Prueba pericial.

Documento original contentivo del dictamen pericial rendido por los contadores Lilliana Sarmiento Nieto e Ignacio Varela Reyes, en cuyo informe expresaron que ante la inexistencia de libros de contabilidad no había resultado posible determinar los perjuicios materiales (folios 247 a 251 del segundo cuaderno).

El dictamen fue objetado por la parte actora, quien afirmó que el restaurante Vaquería no estaba obligado a llevar libros de contabilidad, en tanto el se encontraba sometido al régimen simplificado. Solicitó la práctica de un nuevo dictamen, el cual fue decretado por el Tribunal Administrativo a quo.

Los nuevos peritos estimaron los perjuicios en $ 667’719.990, los cuales calcularon con base en cuentas de cobro presentadas por el restaurante a varias empresas, en documentos contentivos de cuentas elaboradas por el actor para el montaje de un nuevo restaurante, así como en declaraciones de renta de los demandantes (cuaderno 3).

El Tribunal administrativo a quo denegó la objeción por error grave, en tanto consideró que con el segundo dictamen se confirmó lo sostenido por los primeros peritos, en el sentido de que el actor carecía de soportes contables suficientes para determinar válidamente los perjuicios (folio 233 del cuaderno principal).

6.2. Copias simples.

Al proceso se allegó copia simple de un documento que contiene una supuesta diligencia de restitución de bien fiscal que se habría llevado a cabo el 5 de diciembre de 1994, mediante la cual se habría corroborado que el local había sido desocupado antes de esta diligencia (folio 228 del segundo cuaderno), el cual, de conformidad con lo anteriormente mencionado, carece de valor probatorio.

7. El caso concreto.

7.1. El régimen jurídico aplicable al contrato de arrendamiento celebrado.

Definida la competencia de esta Corporación para conocer del presente asunto, resulta necesario establecer el régimen jurídico aplicable a dicho convenio a efectos de adoptar una decisión frente al caso concreto.

En este punto, cabe recordar que el contrato de arrendamiento celebrado entre la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares y los señores Guillermo Alfredo Garavito Medina y Alberto Demetrio Salamanca Llach, se suscribió en vigencia del Decreto-ley 222 de 1983, disposición que reguló algunos aspectos concernientes al contrato de arrendamiento celebrado por entidades de naturaleza pública; el capítulo 10 del aludido Decreto-ley (artículos 156 a 162) se encargó del tratamiento de aspectos como la forma de celebración del contrato (art. 156), su duración (art. 157), su valor (arts. 158 y 159) y el reajuste del canon (art. 162), entre otros.

Con la advertencia de que dicha normativa no reguló íntegramente el contrato de arrendamiento, se debe establecer la norma aplicable a los aspectos que no trató el mencionado Decreto-ley. Bajo esta perspectiva, se debe observar lo dispuesto por el artículo 156 de dicho estatuto de contratación pública, el cual prescribió, expresamente, que los contratos de arrendamiento celebrados por las entidades públicas no se consideraban actos mercantiles, por tanto, hay que concluir que dichos contratos, pese a ser considerados por la misma norma como de Derecho Privado de la Administración, no se regulan por las disposiciones del Código de Comercio. La norma legal referida determinaba:
“El contrato de arrendamiento de inmuebles podrá celebrarse directamente. El de muebles requerirá licitación pública si su valor es superior a TRESCIENTOS MIL PESOS ($300.000.oo). Para estos efectos se tendrá como valor el previsto en el artículo 159. Siempre constará por escrito. Para todos los efectos legales la celebración del contrato de arrendamiento por entidades públicas, no constituye acto de comercio.” (Resalta la Sala)
Esta Sección en oportunidades anteriores ha interpretado la norma anterior en los siguientes términos
: 

“La Sala por su parte, ya había precisado, que el contrato de arrendamiento en el que fuera parte una entidad  estatal no constituía acto de comercio. Así en la providencia de 29 de agosto de 1984, consideró que ‘los contratos de arrendamiento celebrados por los entes territoriales y por los establecimientos públicos no pueden constituir en forma alguna actos de comercio; con lo que se excluye la operancia en dichos convenios de las previsiones contempladas en los artículos 518 a 524 del Código de Comercio’.” 
Así las cosas, aunque el señor Guillermo Alfredo Garavito Medina era comerciante, en los términos del artículo 10 del Código de Comercio
, no podrá catalogarse como acto mercantil el contrato de arrendamiento celebrado con la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, porque ello contraría el artículo 156 del Decreto-ley 222 de 1983; adicionalmente, si se tiene presente la condición exigida en el artículo 20 numeral 2º de esta normatividad
, según el cual el contrato de arrendamiento de bienes inmuebles es acto mercantil cuando éstos sean arrendados con el objeto de subarrendarlos, se corroborará la conclusión aquí expuesta dado que en el caso que aquí se examina los inmuebles respectivos no fueron arrendados con el propósito de que fueran subarrendados. 

Lo anterior confirma la inaplicabilidad del régimen comercial a los contratos de arrendamiento celebrados por entidades públicas, pues, según lo expuesto, dicho convenio no constituye acto mercantil para ninguna de las partes, por tanto, de acuerdo con el artículo 22 del Código de Comercio
, no se regirá por sus disposiciones.

En punto de la aplicación de los artículos 518 a 524 del Código de Comercio, observa la Sala que no le asiste razón a los demandantes, en tanto afirmaron que en el contrato se previó la aplicación preferente de estas normas legales, toda vez que, en primer lugar, en su texto no se encuentra prescripción alguna que así lo consagre y, en segundo lugar, de haberse contemplado tal estipulación se encontraría viciada de nulidad, toda vez que sería contraria a los mandatos del Decreto-ley 222 de 1993, en tanto este Estatuto consagró que los contratos de arrendamiento no constituían actos de comercio.

Ahora bien, es preciso tener en cuenta que el Decreto-ley 222 de 1983 no estableció restricciones frente al régimen contenido en el Código Civil, por tanto, los contratos de arrendamiento celebrados por las entidades públicas en vigencia del Decreto-ley 222, se regirán por dicha normativa y en lo no dispuesto en ella se acudirá a las normas de orden civil
. 

De otro lado, se advierte que el contrato de arrendamiento celebrado por una entidad pública, en vigencia del Decreto-ley 222 de 1983, admitía el pacto de la cláusula exorbitante de caducidad, lo cual se deduce del parágrafo del artículo 17 y del artículo 60 de este estatuto, cuyo contenido reza así:

            “Artículo 17°. De la jurisdicción competente La calificación de contratos administrativos determina que los litigios que de ellos surjan son del conocimiento de la justicia contencioso administrativa; los que se susciten con ocasión de los contratos de derecho privado, serán de conocimiento de la justicia ordinaria. 

“Parágrafo. No obstante, la justicia contencioso administrativa conocerá también de los litigios derivados de los contratos de derecho privado en que se hubiere pactado la cláusula de caducidad. 
Igualmente, en los contratos de derecho privado de la administración, en cuya formación o adjudicación haya lugar a la expedición de actos administrativos, se aplicarán a éstos las normas del procedimiento gubernativo conforme a este estatuto, y las acciones administrativas que contra dichos actos sean viables, estarán sometidas a las reglas de la justicia contencioso administrativa.”  (Negrillas por fuera del original)
          “Artículo 60°. De las cláusulas que forzosamente deben contener los contratos: Salvo disposición en contrario, en todo contrato se estipularán las cláusulas propias o usuales conforme a tu naturaleza y, además, las relativas a caducidad administrativa; sujeción de la cuantía y pagos a las apropiaciones presupuestases; garantías; multas; penal pecuniaria y renuncia a reclamación diplomática cuando a ello hubiere lugar. Así mismo en los contratos administrativos y en los de derecho privado de la administración en que se pacte la caducidad, se incluirán como cláusulas obligatorias los principios previstos en el título IV de este estatuto. (Negrillas añadidas)
“Siempre deberán precisarse el objeto, la cuantía y el plazo para la ejecución completa del contrato.” 

La jurisprudencia de la Sala ha reconocido la facultad de los co-contratantes de pactar la cláusula de caducidad en este tipo de contratos; en efecto, en sentencia de septiembre 26 de 2002, sostuvo lo siguiente:
“Adicionalmente, es claro para la Sala que el artículo 2035 del Código Civil no tiene aplicación respecto de los contratos de arrendamiento celebrados por la administración.  En efecto, a pesar de tratarse de contratos de derecho privado, conforme a lo establecido en el artículo 60 del Decreto 222 de 1983, la inclusión de la cláusula de caducidad permitía a aquélla ordenar la terminación del contrato y la restitución del bien arrendado, en virtud del ejercicio de este poder exorbitante, regulado en normas especiales.”
  
Posteriormente, en Sentencia del 20 de abril de 2005 expresó:
“(:..) Al contrato de arrendamiento no le eran extrañas las normas relacionadas con las cláusulas exorbitantes y en especial la facultad relacionada con el poder de la administración para declarar la caducidad del contrato”
.

De este modo, se concluye que en el contrato de arrendamiento celebrado las partes podían pactar válidamente la caducidad contractual, como en efecto ocurrió
 y el convenio quedó sometido a las disposiciones del Decreto-ley 222 de 1983 y a las normas del derecho privado que regulan el contrato de arrendamiento, salvo en lo que tiene que ver con la caducidad. 
Sostuvo la parte actora que el hecho de haber incluido en el contrato la mencionada cláusula de caducidad era constitutivo del uso de fuerza o coacción por parte de la entidad pública demandada, con lo cual se habría viciado el consentimiento de los arrendatarios y, en consecuencia, se habría configurado una causal de nulidad del contrato.

Respecto de la  inclusión de la cláusula de caducidad en el contrato de arrendamiento, considera la Sala que: i) constituye el ejercicio de una potestad legal otorgada por el legislador a las partes del contrato; ii) los arrendatarios no se encontraban obligados a suscribir el contrato; iii) no se acreditó en el proceso que la entidad hubiese ejercido la presión a la cual hizo referencia la parte actora, toda vez que fue esta última quien permanentemente insistió en el hecho de que el contrato suscrito en el año de 1992 fuera renovado; así pues, no encuentra la Sala que se hubiese configurado la alegada causal.

7.2. El plazo convenido para el contrato en examen y la terminación del mismo.
A propósito de la terminación, entendiendo que esa figura no es más que la finalización o extinción de la vigencia de un determinado vínculo obligacional de la Administración, siguiendo los lineamientos que al respecto ha trazado la doctrina y la Jurisprudencia de la Sala
, resulta perfectamente posible distinguir entre modos normales y modos anormales de terminación de los contratos. 

En la primera categoría, esto es entre los modos normales de terminación de los contratos de la Administración, suelen y pueden incluirse las siguientes causales: a).- cumplimiento del objeto; b).- vencimiento del plazo extintivo de duración del contrato; y c).- acaecimiento de la condición resolutoria expresa, pactada por las partes.

Los modos anormales de terminación de los contratos de la Administración se configuran, a su turno, por: a).- desaparición sobreviniente del objeto o imposibilidad de ejecución del objeto contratado; b).- terminación unilateral propiamente dicha; c).- declaratoria de caducidad administrativa del contrato; d).- terminación unilateral del contrato por violación del régimen de inhabilidades o incompatibilidades; e).- desistimiento -o renuncia-, del contratista por la modificación unilateral del contrato en cuantía que afecte más del 20% del valor original del mismo; f).- declaratoria judicial de terminación del contrato; y h).- declaratoria judicial de nulidad del contrato. 

Además se encuentra, como causal de terminación de los contratos de la Administración, el mutuo consentimiento de las partes, la cual se ubica en un estadio intermedio, puesto que no corresponde exactamente a los modos normales de terminación del contrato -puesto que al momento de su celebración las partes no querían ni preveían esa forma de finalización anticipada-, como tampoco corresponde en su totalidad a los modos de terminación anormal, dado que está operando la voluntad conjunta de las partes y ello forma parte esencial del nacimiento y del discurrir normal de todo contrato (artículo 1602 C.C.). 

A esa manera de agrupar las causales de terminación de los contratos ya se había referido esta Corporación, según lo refleja la Sentencia fechada en mayo 11 de 1990
, en la cual se afirmó:

“Además, los contratos administrativos pueden terminar normal o anormalmente. En el primer evento, por el cumplimiento del objeto en la forma y el tiempo debidos. En el segundo, por caducidad o terminación unilateral, o por vencimiento del plazo antes del cumplimiento del objeto convenido.

“Terminado normal o anormalmente un contrato, en especial en los contratos de suministro, obra pública o prestación de servicios, procederá su liquidación, en los términos señalados en el mismo contrato. Liquidación que podrá hacerse de común acuerdo, o en forma unilateral, en caso contrario, por la entidad pública contratante y mediante resolución motivada”.

Al examinar el contrato específico que aquí se estudia, dentro del marco legal y jurisprudencial que se deja señalado, se tiene lo siguiente:

El contrato celebrado entre la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares y los demandantes, tuvo por objeto el arrendamiento de un local destinado al funcionamiento de un restaurante; la duración del contrato se fijó en el término de un año contado a partir del 1º de enero de 1993 y se pactó la prórroga tácita por períodos iguales, otorgando a las partes la facultad de darlo por terminado, previo aviso, con 30 días de antelación a su vencimiento.

En este punto la Sala estima necesario detenerse en el examen de la mencionada estipulación por cuya virtud las partes del contrato de arrendamiento, pactaron la prórroga automática del mismo por períodos de un (1) año.

7.2.1. La cláusula de prórroga automática del contrato en estudio y su  nulidad absoluta. 

Las partes del contrato de arrendamiento pactaron la duración del mismo en la cláusula tercera que a la letra dice:

“CLAUSULA TERCERA: DURACION: El término del arrendamiento será de un (1) año, contado a partir del 01 de enero de 1993, hasta el 31 de Diciembre del mismo año.

“PARAGRAFO PRIMERO: VENCIMIENTO DEL TERMINO: La parte que quiera hacer cesar el arrendamiento al vencimiento del término de este contrato, deberá dar aviso en tal sentido por escrito a la otra mínimo con un (1) mes de anticipación: en este evento los arrendatarios se obligan a permitir que el inmueble bajo su tenencia sea visitado para su posterior arrendamiento y a entregarlo el último día de vigencia del contrato antes de las 06:00 p.m. El incumplimiento de las obligaciones aquí consagradas dará lugar a que EL ARRENDADOR declare la caducidad del contrato.” 

De lo anterior podía inferirse, sin dificultad alguna, que la expiración de ese plazo extintivo determinaría la terminación, de manera normal, del correspondiente contrato de arrendamiento, tal como lo contempla el numeral 2 del artículo 2008 del Código Civil, a cuyo tenor:

“Artículo 2008.- El arrendamiento de cosas expira de los mismos modos que los otros contratos y, especialmente:

        “………………

“2º) Por la expiración del tiempo estipulado para la duración del arriendo;”.

No obstante lo anterior, ocurre que las mismas partes decidieron introducir una variación a esa forma de terminación normal que ellas mismas habían contemplado y pactado en su contrato, en cuanto incorporaron al mismo una cláusula encaminada a impedir que el arrendamiento expirare por el simple vencimiento del plazo de duración, para que, por el contrario, dicho término se prorrogare de manera automática, hasta por cinco años, cada vez que su duración estuviere a punto de vencerse, de conformidad con el parágrafo segundo de la cláusula tercera, cuyo texto se transcribe a continuación: 

PARAGRAFO SEGUNDO: PRORROGAS TACITAS: Vencido el término principal, si ninguna de las partes ha dado aviso a la otra por escrito de su intención de darlo por terminado, el contrato se entenderá prorrogado en forma sucesiva y automática por períodos iguales al inicialmente pactado. El término de arrendamiento y sus prórrogas no podrán ser superiores a cinco (5) años. PARAGRAFO TERCERO: En caso de prórroga tácita del contrato EL (LOS) ARRENDATARIO se obliga (n) a renovar y aportar la documentación que le sea requerida por EL ARRENDADOR dentro del término señalado por éste. El incumplimiento de esta obligación dará lugar a que el ARRENDADOR declare la caducidad del contrato. (…)

De esa manera, las partes del contrato sujetaron la terminación del aludido arrendamiento, por razón del vencimiento de su plazo de duración, a la circunstancia de que previamente no se hubiere configurado la prórroga tácita correspondiente, sin importar que con esa estipulación se estuviere desconociendo, de manera palmaria y grosera, la prohibición que el último inciso del artículo 58 de citado Decreto-ley 222 de 1983 consagró, de manera perentoria y expresa, respecto de las prórrogas automáticas en cualquier tipo de contrato, todo según los siguientes términos:

“En ningún caso podrá modificarse el objeto de los contratos, ni prorrogarse su plazo si estuviere vencido, so pretexto de la celebración de contratos adicionales, ni pactarse prórrogas automáticas”. (Se deja subrayado).

Respecto de la aludida prohibición se ha pronunciado la Jurisprudencia de la Sala, en efecto, ha sostenido:

“Oportuno resulta señalar que la mencionada prohibición legal, encaminada a evitar que las partes de los contratos de derecho público pudieren convenir estipulaciones para evitar que sus contratos terminen y lograr así perpetuarlos en el tiempo, encuentra claro y evidente fundamento tanto en el principio democrático de libre concurrencia, como en los principios generales de igualdad, de imparcialidad, de prevalencia del interés general y de transparencia, entre otros, con arreglo a los cuales debe adelantarse toda actuación de índole contractual, en virtud de los cuales se debe permitir y garantizar, a toda persona que cumpla los requisitos establecidos para el efecto en las normas vigentes, la posibilidad cierta, efectiva y real de poder presentar sus ofertas ante las entidades públicas por manera que, en cuanto dichas propuestas consulten adecuadamente el interés general que esas entidades están en el deber de satisfacer y objetivamente sean las más favorables, también podrán acceder a la contratación correspondiente.

“Salvo aquellos casos que expresamente autoricen las normas legales, hay lugar a destacar que por regla general la Administración no cuenta con facultad constitucional o legal alguna que le permita inventar, establecer o poner en práctica, en modo alguno, preferencias o ventajas a favor de unos determinados contratistas y en perjuicio de otros interesados o menos aun que mediante prórrogas automáticas o cláusulas de exclusividad pueda generar una especie de monopolio de hecho a favor de determinados particulares, generando con ello limitaciones en contra de los demás, puesto que por esa vía sólo conseguiría limitar, de manera indebida, los mencionados principios de libre concurrencia, igualdad, imparcialidad y transparencia, para que entonces sólo un reducido grupo de privilegiados tuviere la posibilidad de acceder a la contratación de determinadas entidades estatales, olvidando que en tales contrataciones se comprometen intereses y dineros de naturaleza pública.

“La Sala considera propicia la oportunidad para puntualizar que los aludidos principios generales de libre concurrencia, igualdad, imparcialidad, prevalencia del interés general y transparencia, con arreglo a los cuales, entre otros, deben adelantarse y cumplirse todas las actuaciones contractuales de las entidades estatales -algunos de los cuales, incluso, se encuentran consignados positivamente en normas constitucionales o legales vigentes (artículos 1, 2, 13, 209 C.P. - 24 y 25 Ley 80)-, son principios que corresponden al diseño de democracia participativa (artículo 2, C.P.), que la Carta Política adoptó para nuestro Estado Social y de Derecho (artículo 1 C.P.), por lo cual mantienen vigencia en la actualidad.

“Así pues, aunque ya hubiere sido derogado el referido artículo 58 del Decreto-ley 222 de 1983, del contenido y alcance de los principios generales se desprende que, sin perjuicio de las particularidades que resulten del examen de cada caso concreto así como de la normatividad que debe aplicarse a cada asunto, por regla general en los contratos estatales sólo pueden estipularse válidamente prórrogas automáticas o cláusulas de exclusividad a favor de los particulares de manera excepcional, cuando para ello se cuente con expresa autorización legal, puesto que de lo contrario tales estipulaciones podrían resultar violatorias de la Constitución y de los principios que de ella emanan, así como también podrían resultar contrarias a los principios y finalidades de la Ley 80 y a los de la buena administración, todos los cuales constituyen límites expresamente señalados en el artículo 40 de la Ley 80, norma que se ocupa de regular el contenido de las cláusulas o estipulaciones que pueden incluirse en los contratos estatales.”
 

Ahora bien,  toda vez que se encuentra establecida la violación legal en la cual incurrieron las partes del contrato de arrendamiento, al pactar la prórroga tácita del mismo, se impone precisar el efecto jurídico que ello genera, el cual no es otro que la nulidad absoluta que en el presente caso se configura por diversas vías, como se expone a continuación:

En cuanto el artículo 15 del Decreto-ley 222 de 1983 dispuso que los requisitos del objeto lícito se regirán por las normas que sobre la materia consagran tanto el Código Civil como otras disposiciones complementarias, se impone concluir que la cláusula en cuestión se encuentra afectada de ilicitud, comoquiera que el artículo 1519 del Estatuto Civil prescribe que “Hay objeto ilícito en todo lo que contraviene al derecho público de la nación”.

Respecto del aludido artículo 58 del Estatuto de Contratación Administrativa, adoptado en el año de 1983, forma parte integrante del derecho público de la Nación, naturalmente hay lugar a concluir que la violación del mismo mediante la cláusula contractual en estudio determina la nulidad de aquella por ilicitud en su objeto.

También se advierte la configuración de nulidad absoluta por la señalada ilicitud en el objeto, respecto de la cláusula contractual aludida, si su análisis se realiza a la luz del artículo 1523 del Código Civil, toda vez que el mismo dispone que “[h]ay asimismo objeto ilícito en todo contrato prohibido por las leyes”, lo anterior en cuanto se ha establecido que el artículo 58 del Decreto-ley 222 de 1983 prohibió, de manera expresa, las prórrogas automáticas en los contratos que celebraren las entidades públicas destinatarias de esa normativa.

Esas vías conducen, indefectiblemente, a concluir sobre la existencia de la nulidad absoluta que afecta la cláusula en cuestión, por cuanto el artículo 1741 del Código Civil determina que “[l]a nulidad producida por un objeto o causa ilícita (…) son nulidades absolutas”. 

A la misma conclusión debe llegarse si el tema se analiza al amparo del régimen de nulidades contractuales consagrado en el artículo 78 del Decreto-ley 222 de 1983, en tanto la primera causal que al respecto en él se acoge se refiere, precisamente, a los casos de nulidad absoluta “… previstos en las disposiciones vigentes”, entre las cuales se encuentran, naturalmente, las previstas en el Código Civil (artículo 1741).

De la misma manera ha de concluirse que la estipulación contractual en estudio se encuentra viciada de nulidad absoluta, si el análisis se realiza frente a las causales consagradas en las disposiciones contenidas en las letras b) y c) del citado artículo 78 del Decreto-ley 222 de 1983, en cuya virtud:

“Artículo 78.- De las causales de nulidad absoluta. Además de los casos previstos en las disposiciones vigentes, los contratos a que se refiere el presente estatuto son absolutamente nulos:

         “…………………….

“b).- Cuanto contravengan normas de derecho público;

         “……………………

“c).- Cuando se celebren contra prohibición constitucional o legal;”. 

Ahora bien, en cuanto se ha establecido claramente que el parágrafo tercero de la cláusula tercera del contrato de arrendamiento se encuentra viciada de nulidad absoluta y se encuentra acreditado también que al proceso concurrieron las dos (2) partes que la estipularon, la Sala procederá a efectuar la correspondiente declaratoria oficiosa de nulidad absoluta, teniendo en consideración para ello la autorización consagrada tanto en el parágrafo del artículo 78
 del Decreto-ley 222 de 1983 como en el artículo 87
 del C.C.A., y el deber-facultad que sobre el mismo aspecto consagra e impone el artículo 1742
 del Código Civil. 

7.2.2. Las restituciones mutuas como consecuencia de la nulidad de la cláusula de prórroga automática.

La nulidad absoluta del contrato hace desaparecer del mundo jurídico la relación que nació viciada, -o la cláusula pactada cuando el vicio de nulidad absoluta recae solamente sobre alguna de ellas-, para que las cosas vuelvan al estado en que se encontraban antes de la expedición del acto o contrato anulado; cada una de las partes está en el deber de devolver a la otra aquello que ha recibido como prestación durante la vigencia del acto contractual, tal y como lo dispone el artículo 1746 del C.C., a cuyo tenor “La nulidad pronunciada en sentencia que tiene la fuerza de cosa juzgada, da a las partes derecho para ser restituidas al mismo estado en que se hallarían si no hubiese existido el acto o contrato nulo; sin perjuicio de lo prevenido sobre el objeto o causa ilícita”  y en relación con esta última frase, el artículo 1525 del C.C. establece que “no podrá repetirse lo que se haya dado o pagado por un objeto o causa ilícita a sabiendas” 

Las prestaciones contractuales no son el único concepto que debe tomarse en consideración al momento de adoptar las decisiones que correspondan en punto a las restituciones que han de sobrevenir a la anulación de un acto o contrato, pues igualmente debe resolverse lo pertinente por cuanto respecta a rubros como los frutos y las mejoras de los bienes comprometidos en la relación contractual, elementos éstos que no necesariamente deben formar parte de las prestaciones a las cuales se habían comprometido las partes en el negocio posteriormente anulado -ello dependerá del contenido de las prestaciones que constituyan el objeto jurídico del tipo contractual del cual se trate-, rubros respecto de los cuales ha de darse aplicación a lo normado en el inciso segundo del artículo 1746 del Código Civil, el cual dispone lo siguiente:

“En las restituciones mutuas que hayan de hacerse los contratantes en virtud de este pronunciamiento, será cada cual responsable de la pérdida de las especies o de su deterioro, de los intereses y frutos, y del abono de las mejoras necesarias, útiles y voluptuarias, tomándose en consideración los casos fortuitos, y la posesión de buena o mala fe de las partes; todo ello según las reglas generales y sin perjuicio de lo dispuesto en el siguiente artículo”. 
Se colige de lo anterior que en el ordenamiento jurídico colombiano la regla general en materia de restituciones mutuas derivadas de la declaratoria de nulidad del contrato consiste en que dicho pronunciamiento anulatorio genera, para cada una de las partes, la obligación de devolver a la otra lo recibido por virtud del negocio invalidado; sin embargo, la enunciada regla cuenta con algunas excepciones
; la Corte Suprema de Justicia
 ha ilustrado respecto de las restituciones mutuas, surgidas como consecuencia de la declaratoria de la nulidad del contrato, en el siguiente sentido: 
“(…) la declaratoria de nulidad de un contrato retrotrae las cosas al estado en que se hallaban con antelación a la celebración del mismo, de manera que emerge para los contratantes la obligación de restituir lo recibido, inclusive a modo de cumplimiento anticipado de las obligaciones que del contrato prometido emanan, en la hipótesis, claro está, de que tales obligaciones así contraídas se hubiesen empezado a ejecutar, y siempre al amparo de las reglas previstas en el art. 1746 del C. Civil y las que conforman el Capítulo IV del Título XII del Libro 2° de la misma codificación, bloque normativo este de conformidad con el cual, considerando como premisa previa la buena o la mala fe que diere lugar a la tenencia (arts. 963 y 1746 del C.C.), se debe restituir la cosa o derecho objeto del acto o contrato (arts. 961, 962 y 1746 del C. C.) con los frutos percibidos, reconociendo los gastos ordinarios invertidos en la producción (art. 964 inc. final y 1746 del C.C.), indemnizando de paso los deterioros sufridos, y las mejoras invertidas en la cosa teniendo en cuenta también la buena o mala fe del vencido en la litis y la especie de la mejora (art. 965, 966, 967, 968, 969 y 1746 del C.C.).”

De las restituciones mutuas en cuestión pueden preconizarse tres características generales, esbozadas por la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, a saber: 

i) El fundamento de la regulación legal relativa a esta materia se encuentra en el principio de equidad y en el que determina la prohibición del enriquecimiento sin causa:

Las normas consagradas en el Capítulo 4° del Título XII del Libro II del Código Civil, que regulan las prestaciones mutuas a que puede haber lugar en las acciones de reivindicación, nulidad o rescisión, están inspiradas esencialmente en principios de equidad que a su vez sirven de fundamento a las doctrinas del enriquecimiento indebido y de la culpa aquiliana que han humanizado el derecho privado, impregnándolo de sentido moral y social. Prevé la ley los distintos casos en que el demandado vencido, debiendo restituir la cosa, se ha aprovechado de sus frutos, o la ha mejorado o deteriorado, mientras estuvo en su poder, y con aplicación de aquellos principios de equidad, se resuelven para que en ningún caso se produzca un enriquecimiento sin causa o un perjuicio injusto sin indemnización”
 (subraya la Sala).

ii) La buena o la mala fe de cada una de las partes será el factor determinante de la escogencia de las reglas que resulta procedente aplicar en cada caso concreto; cuando la posesión o la tenencia son de buena fe, de todos modos, según las previsiones del Código Civil, la situación del poseedor o tenedor
 de buena fe muta y pasa a equipararse a la del que obra prevalido de mala fe, después de la contestación de la demanda -o más bien tras la notificación del auto admisorio de la misma, según lo ha matizado la jurisprudencia-, de acuerdo con la regulación del Código Civil que, naturalmente, debe adaptarse a las particularidades y principios que caracterizan y orientan al derecho administrativo, especialmente cuando las normas pertinentes del ordenamiento civil hayan de aplicarse a casos -como el sub judice- en los cuales la demanda ante el Juez del contrato viene precedida del proferimiento, por parte de la entidad estatal contratante, de actos administrativos que definen el litigio provisoriamente pero con carácter ejecutivo y ejecutorio -en virtud del privilegio de autotutela- y cuya publicitación razonablemente debe entenderse que hace las veces de la notificación del libelo introductorio del proceso, en el ámbito del derecho privado:

“La ley protege al poseedor de buena fe teniendo en cuenta, por una parte, su conducta exenta de culpa, originada por un error excusable y por otra parte, la falta de diligencia o cuidado del dueño de la cosa que ha debido evitar esa posesión. Generalmente al poseedor de buena fe no puede reprochársele falta o imprudencia, mientras que al contrario, al reivindicante victorioso puede imputársele su actitud negligente en la vigilancia de sus intereses.

“En cambio, el poseedor de mala fe se considera generalmente como un usurpador en razón de dolo o culpa que impone obligaciones indemnizatorias en frente del propietario de la cosa.

“En lo tocante a restitución de frutos y derecho a mejoras, el tratamiento al poseedor de buena fe vencido en el juicio, cambia fundamentalmente a partir de la notificación de la demanda, según se vio anteriormente. Esto se explica porque si el poseedor ha resistido a la demanda después de conocer los títulos y razones invocados por el reivindicador, ya no podrá alegar que subsiste su honrada creencia de hallarse poseyendo como dueño, y aún cuando en realidad pudiera afirmar que tenía motivos serios para seguir considerándose como legítimo propietario durante el curso del juicio, los efectos declarativos de la sentencia que reconoce el derecho del actor y niega la oposición del reo, dejan sin base tal alegación pues el fallo retrotrae la situación jurídica de las partes al momento de la demanda”
 (subraya la Sala).

iii) Las decisiones que el juez haya de adoptar en punto a las restituciones mutuas como consecuencia de la declaratoria de nulidad del contrato no precisan la exigencia de que se haya incluido la correspondiente pretensión en la demanda, pues se trata de cuestiones que deben ser decididas ope lege, de oficio o a petición de parte:

“Ha sido doctrina constante de la Corte la de que decretada judicialmente una reivindicación, las prestaciones recíprocas se producen de jure, lo que significa que no es preciso que no (sic) hayan sido pedidas en la demanda o en su respuesta.

“Si, pues, se acepta que debe decretarse judicialmente la restitución y prospera la súplica principal de la demanda, se impone al juzgador el deber de ordenar, por propia iniciativa, todas las prestaciones mutuas que la ley concede en estos casos y que aparecen determinadas en los artículos 961 y siguientes del C.C., sin necesidad de que el poseedor vencido las haya solicitado. Esto es así, porque se trata de un derecho consagrado por la ley, con estricta aplicación de preceptos inspirados en principios superiores de justicia y equidad, que tienden a evitar un desplazamiento patrimonial injusto, de unas manos a otras, y un enriquecimiento sin causa”
.

Las reglas generales a las cuales deben ceñirse las restituciones mutuas por lo que respecta a rubros diversos de las prestaciones que constituyen materia u objeto del contrato, son las siguientes:

a. Cada una de las partes es responsable de la pérdida culposa de las especies que haya recibido, más no de la pérdida derivada de la ocurrencia de un evento constitutivo de fuerza mayor o de caso fortuito, pues en estos eventos se extingue la obligación de restitución; cuando ocurre la pérdida y la misma es imputable al deudor de la obligación de restitución, ésta subsiste, pero varía de objeto y el referido deudor estará obligado al precio de la cosa y a indemnizar los perjuicios que hubiere causado al acreedor -artículos 1729-1739 C.C.-; asimismo, si el obligado a restituir es un poseedor -o tenedor- de mala fe, responderá de los deterioros que por su hecho o culpa haya sufrido la cosa; si el poseedor o tenedor lo es de buena fe, mientras permanece en ella no será responsable de los deterioros sino en cuanto se hubiere aprovechado de los mismos -artículo 963 C.C.-.

b. En cuanto tiene que ver con los frutos, el poseedor de mala fe está legalmente obligado a restituir los frutos naturales y civiles
 de la cosa, no solamente los percibidos, sino los que el propietario o acreedor de la obligación de restitución hubiera podido percibir con mediana inteligencia y actividad; el poseedor de buena fe, por su parte, no está obligado a la restitución de los frutos percibidos antes de la contestación de la demanda, de conformidad con la regulación que al respecto consagró el artículo 964 C.C.: 

“El poseedor de mala fe es obligado a restituir los frutos naturales y civiles de la cosa, y no solamente los percibidos sino los que el dueño hubiera podido percibir con mediana inteligencia y actividad, teniendo la cosa en su poder.

“Si no existen los frutos, deberá el valor que tenían o hubieran tenido al tiempo de la percepción: se considerarán como no existentes los que se hayan deteriorado en su poder.

“El poseedor de buena fe no es obligado a la restitución de los frutos percibidos antes de la contestación de la demanda: en cuanto a los percibidos después, estará sujeto a las reglas de los dos incisos anteriores.

“En toda restitución de frutos se abonarán al que la hace los gastos ordinarios que ha invertido en producirlos”.

En relación con la expresión “contestación de la demanda” incluida en este artículo, la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, tal y como antes se indicó, ha señalado que debe entenderse referida, en realidad, a la notificación del auto admisorio de la misma, el cual constituye una referencia cierta, toda vez que no en todos los procesos judiciales el demandado contesta el libelo introductorio de la litis
. 
c. En lo atinente a las mejoras, en general todo obligado a restituir la cosa -fuere su posesión o tenencia de buena o de mala fe- tiene derecho a que se le abonen las mejoras -expensas, a voces del artículo 965 C.C.- necesarias para conservación de la cosa
; solamente el poseedor o tenedor de buena fe tiene derecho a que se le abonen las mejoras útiles efectuadas “antes de la contestación de la demanda” -no así las que efectúe después de dicho momento-; finalmente, las mejoras voluptuarias no deben ser pagadas al poseedor o tenedor vencido en juicio. Así regulan este tema los artículos 965, 966 y 967 del Código Civil:

“Artículo 965. El poseedor vencido tiene derecho a que se le abonen las expensas necesarias invertidas en la conservación de la cosa, según las reglas siguientes: Si estas expensas se invirtieren en obras permanentes, como una cerca para impedir las depredaciones, o un dique para atajar las avenidas, o las reparaciones de un edificio arruinado por un terremoto, se abonarán al poseedor dichas expensas, en cuanto hubieren sido realmente necesarias; pero reducidas a lo que valgan las obras al tiempo de la restitución. 

“Y si las expensas se invirtieron en cosas que por su naturaleza no dejan un resultado material permanente, como la defensa judicial de la finca, serán abonados al poseedor en cuanto aprovecharen al reivindicador y se hubieren ejecutado con mediana inteligencia y economía”. 

“Artículo 966. El poseedor de buena fe, vencido, tiene asimismo derecho a que se le abonen las mejoras útiles, hechas antes de contestarse la demanda.

Solo se entenderán por mejoras útiles las que hayan aumentado el valor venal de la cosa. 

El reivindicador elegirá entre el pago de lo que valgan, al tiempo de la restitución, las obras en que consisten las mejoras, o el pago de lo que en virtud de dichas mejoras valiere más la cosa en dicho tiempo. 
En cuanto a las obras hechas después de contestada la demanda, el poseedor de buena fe tendrá solamente los derechos que por el inciso último de este artículo se conceden al poseedor de mala fe. 
El poseedor de mala fe no tendrá derecho a que se le abonen las mejoras útiles de que habla este artículo. 
Pero podrá llevarse los materiales de dichas mejoras, siempre que pueda separarlos sin detrimento de la cosa reivindicada, y que el propietario rehúse pagarle el precio que tendrían dichos materiales después de separados”.

“Artículo 967. En cuanto a las mejoras voluptuarias, el propietario no será obligado a pagarlas al poseedor de mala ni de buena fe, que sólo tendrán con respecto a ellas el derecho que por el artículo precedente se concede al poseedor de mala fe, respecto de las mejoras útiles. 

“Se entienden por mejoras voluptuarias las que sólo consisten en objetos de lujo y recreo, como jardines, miradores, fuentes, cascadas artificiales y generalmente aquellas que no aumentan el valor venal de la cosa, en el mercado general, o sólo lo aumentan en una proporción insignificante”.

Ahora bien, en el caso concreto y en relación con las restituciones mutuas derivadas de la declaratoria de nulidad de la cláusula que autorizaba las prórrogas automáticas, han de distinguirse dos momentos, el primero se refiere a la ejecución propiamente dicha del contrato de arrendamiento - cuya vigencia se encontraba comprendida entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 1993- y el segundo momento hace relación a lo ocurrido después de la fecha de terminación del contrato –diciembre 31 de 1993-, así como de la declaratoria de caducidad del contrato.

En lo que respecta al primer momento, no se encuentra acreditado en el proceso que las partes del contrato hubiesen acordado la estipulación de la cláusula referente a la prórroga tácita con el conocimiento y la conciencia de que se infringía la ley, es decir, que hubiesen actuado a sabiendas de la ilicitud; además, durante esa época -1º de enero a 31 de diciembre de 1993- el contrato se ejecutó en virtud del plazo originalmente acordado en el contrato y no de la prórroga estipulada, así pues, si bien la nulidad retrotrae las cosas al momento anterior a su celebración, en este caso, la nulidad no genera efecto alguno respecto de su ejecución, luego, no hay lugar a declarar la ocurrencia de restitución alguna.

En relación con el segundo momento, ocurrido después de la terminación del contrato y de la declaratoria de caducidad, no puede afirmarse que las partes y, más concretamente los arrendatarios, hubiesen actuado con desconocimiento de que la cláusula referente a la prórroga automática no resultaba aplicable, toda vez que, de acuerdo con lo estipulado en el texto del contrato, la misma operaba sólo en el evento de que ninguna de las partes hubiese hecho manifiesta –por escrito- la intención de darlo por terminado, lo cual no ocurrió en este caso, dado que mediante oficio distinguido con el número 17569 de octubre 22 de 1993, la entidad le informó a los arrendatarios que el contrato se terminaba el día 31 de diciembre y que, por esa razón, debían restituir el bien a más tardar ese día a las 6:00 p.m. y si bien los arrendatarios manifestaron no haber recibido dicho oficio, a la Sala le genera convicción el testimonio rendido en el proceso por el señor Jesús Alfredo Ariza Mogollón –Auxiliar de Servicios Generales de la Caja de Previsión, encargado de entregar la correspondencia de la entidad-, en el cual afirmó que había hecho entrega personal del oficio al señor Garavito Medina. Adicionalmente, mediante Resolución número 2047 de diciembre 31 de la misma anualidad, la entidad pública demandada declaró la caducidad del contrato.

Así pues, no se ordenará la restitución de los cánones que los arrendatarios alegan haber pagado en exceso, dado que de conformidad con las prescripciones del artículo 1525 del C.C. “no podrá repetirse lo que se haya dado o pagado por un objeto o causa ilícita a sabiendas”
Tratándose de la aplicación de las normas citadas –específicamente el artículo 964 del C.C.- en el ámbito del derecho administrativo y a un supuesto como el sub judice, en el cual la Administración declaró la caducidad del contrato, a través de un acto administrativo que declara el derecho para el caso concreto, con ejecutividad inmediata a partir del momento en el cual adquiere firmeza, este momento, el de la firmeza del acto, lo tendrá la Sala como equiparable al de la notificación de la demanda en el derecho civil, comoquiera que, a partir de entonces, según lo ha sostenido la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, el tenedor “ya no podrá alegar que subsiste su honrada creencia” de que su situación es legítima, menos aun mediando una decisión administrativa acompañada de la presunción de legalidad, ejecutiva y ejecutoria, a la cual los particulares deben acatamiento y obediencia más allá de que en el juicio respectivo se declare la nulidad de tales actos administrativos sin que pueda prohijarse la administración de justicia por propia mano del particular que decida, por sí y ante sí, desconocer los efectos jurídicos de los actos administrativos que se encuentran en firme, cuestión a la cual sólo podría procederse en aquellos específicos eventos en los cuales así se los autorice la autoridad jurisdiccional a través de la suspensión provisional o de la declaratoria de nulidad ordenada en sentencia definitiva, hipótesis éstas que, en el asunto sub examine, no han tenido lugar.

Tal la razón por la cual los arrendatarios del local debieron restituir el inmueble tan pronto como el acto administrativo que declaró la caducidad del contrato quedó ejecutoriado, sin dilaciones, cosa que no ocurrió en el asunto sub examine, razón por la cual la referida tenencia debe estimarse equiparable a aquella que se lleva a cabo de mala fe, circunstancia ésta que determina, a cargo de quien así procedió, la obligación de restituir todos los frutos producidos por la cosa ilegítimamente detentada. 

La tenencia del local por parte de los demandantes, en consecuencia, debió cesar a partir de la fecha de ejecutoria de la resolución 2047 del 31 de diciembre de 1994 ocurrida el día 5 de abril de la misma anualidad, día en el cual se surtió la diligencia de notificación personal de la resolución número 542 del 28 de marzo de 1994, mediante la cual se resolvió el recurso de reposición interpuesto en contra de aquélla; en el presente caso, dado que el acta correspondiente a la supuesta diligencia de restitución del bien se aportó en copia simple, encuentra la Sala que la entrega ocurrió el día 26 de septiembre de 1994, según se deduce de las comunicaciones cruzadas entre las partes –comunicación emanada de los arrendatarios, calendada en esa fecha, en la cual le informaron a la entidad que ese día efectuarían la entrega del local y le anunciaron la devolución de las llaves del mismo y el oficio número 20351 de octubre 12 de 1994, mediante el cual la entidad corroboró el hecho-.

Ahora, si bien es cierto que el poseedor de mala fe se encuentra legalmente obligado a restituir los frutos naturales y civiles de la cosa - no solamente los percibidos, sino los que el propietario o acreedor de la obligación de restitución hubiera podido percibir con mediana inteligencia y actividad-, en el presente caso, la Sala no efectuará pronunciamiento alguno al respecto, toda vez que la apelación fue presentada únicamente por la parte actora y en virtud de la garantía de la no reformatio in pejus, al juez de la segunda instancia no le resulta jurídicamente posible agravar, empeorar o desmejorar la situación que en relación con el litigio correspondiente le hubiere sido definida al apelante único mediante la sentencia de primera instancia, lo cual ocurriría en el evento de que los arrendatarios tuviesen que restituir a la entidad pública demandada los frutos naturales y civiles producidos por el local comercial durante el tiempo comprendido entren la fecha en la cual se surtió la diligencia de notificación personal de la resolución número 542 del 28 de marzo de 1994 –abril 5 de 1994 y la fecha de la restitución del inmueble –septiembre 26 de 1995-.

Además de la limitación impuesta por la mencionada garantía de la no reformatio in pejus, no hay lugar al reconocimiento y pago de mejoras de tipo alguno en favor de los accionantes, toda vez que las de carácter necesario forman parte de las prestaciones asumidas por los arrendatarios, como consecuencia de lo estipulado en las cláusulas quinta y sexta del contrato de arrendamiento y en cuanto respecta a las útiles y voluptuarias, a tenor de lo normado por los artículos 966 y 967 del Código Civil, el poseedor -o tenedor- de mala fe no tendrá derecho a que le sean abonadas, sin perjuicio de la posibilidad que le asiste -en este caso a los demandantes- de “llevarse los materiales de dichas mejoras, siempre que pueda separarlos sin detrimento de la cosa reivindicada, y que el propietario rehúse pagarle el precio que tendrían dichos materiales después de separados”.

7.3.  La declaratoria de caducidad.

Sostuvo la parte actora que la entidad pública demandada declaró la caducidad después de vencido el plazo del contrato –incompetencia temporal-, toda vez que la notificación de la Resolución número 2047 de diciembre 31 de 1993 - mediante la cual se declaró la caducidad del contrato celebrado el 1 de enero de 1993-, se notificó el día 18 de enero de 1994.
Tanto la legislación como la jurisprudencia de esta Corporación y la propia doctrina —nacional y comparada—, se han ocupado de distinguir con claridad las nociones de validez y de eficacia del acto administrativo, por entender que denotan fenómenos jurídicos completamente disímiles si se tiene en cuenta que la validez supone la observancia, por parte de la decisión administrativa, de los requisitos o elementos esenciales establecidos por el ordenamiento jurídico para su expedición, así como el acatamiento de todas aquellas disposiciones del sistema normativo que vinculen el actuar del ente público en el caso concreto, razón por la cual suele afirmarse que el cumplimiento de las exigencias formuladas por la validez del acto ha de examinarse con referencia al momento de la expedición del mismo; en otros términos, el estudio enderezado a establecer si una decisión administrativa es válida, o no, recae sobre los elementos externos e internos del acto, por manera que un eventual defecto o vicio afectante de los mismos o el desconocimiento de alguna de las normas que delimitan y condicionan la expedición de cada acto administrativo en concreto, llevaría a su anulación por parte del Juez de lo Contencioso Administrativo; en esta dirección, ha sostenido la Corporación:

“Para determinar la validez del acto administrativo resulta indispensable realizar el examen de sus elementos esenciales en torno a la competencia del órgano y de la autoridad administrativa que lo profiere; los motivos de su expedición; la finalidad perseguida con la decisión administrativa; el contenido mismo del acto y los procedimientos, trámites, formalidades o actuaciones cumplidas para proferirlo, de tal suerte que si alguno de estos elementos no se ajusta a las prescripciones legales, es decir, vulnera el ordenamiento jurídico, el acto estará afectado de nulidad y podrá ser impugnado mediante las acciones previstas por la ley, aún desde el mismo momento de su expedición y antes de ser publicado o notificado, según el caso, sencillamente porque los vicios del acto administrativo se configuran en el momento de su nacimiento a la vida jurídica –que es el momento en relación con el cual se examinan– y no al momento de su publicitación”
.

En relación con la eficacia de los actos y su naturaleza ejecutiva y ejecutoria, ha sostenido la Sala:

La eficacia, en cambio, no es nada diverso que la consecuencia derivada de una de las principales características de los actos administrativos, cual es su naturaleza ejecutiva y ejecutoria
, la cual posibilita la materialización de lo en ellos decidido aún contra la voluntad del sujeto pasivo de la decisión
, como corolario de la presunción de legalidad que caracteriza y acompaña a las determinaciones de la Administración
 y del antes referido privilegio de la que ha dado en denominarse autotutela ejecutiva, propio del obrar de la misma; la eficacia, por tanto, más allá de la validez —la cual analiza, según se explicó, el ajuste de la decisión administrativa al bloque de la legalidad
— le garantiza a la Administración la posibilidad de cumplir y hacer cumplir sus decisiones; se trata de la capacidad del acto administrativo para producir sus efectos con miras a la consecución de los propósitos y las finalidades que han de orientar la actividad del órgano actuante en general y de la decisión proferida en particular
. En la anotada dirección se ha sostenido lo siguiente:

‘Como no precisa de mayor justificación, la validez o no de un acto está en función de su conformidad o no con el ordenamiento jurídico de aplicación al caso; cuestión que es verificable en última instancia por los Jueces y los Tribunales. Lo que el precepto establece es, pues, tan sólo una presunción iuris tantum de validez de los actos; presunción precisa para que, entretanto se dilucida, en su caso, la conformidad o no a Derecho, el acto pueda desplegar los efectos que le son propios, es decir, sea eficaz. Tan es así que la jurisprudencia limita esa presunción a la validez, independizando de ésta la eficacia: la validez presunta opera siempre desde la fecha del dictado
 del acto, mientras que la eficacia puede quedar supeditada (…) a la publicación o notificación de este último; mientras la validez supone la concurrencia de todos los elementos del acto, la eficacia se refiere exclusivamente a la producción por éste de efectos. 

 ‘(…)

‘Con entera independencia de todo lo anterior, la eficacia de los actos administrativos está condicionada, con carácter general (…) a la notificación o, en su caso, a la publicación, cuando alguna de éstas proceda legalmente”
.

La actora afirmó que se había presentado un vicio de incompetencia, surgido del hecho de que el acto administrativo se notificó después de la terminación del contrato, no obstante, de acuerdo con lo que acaba de exponerse, el problema de legalidad del acto administrativo por vicio de incompetencia alude al momento de su expedición y no al de su notificación.

Así pues, toda vez que no se alegó la existencia de vicio alguno para la fecha de expedición del acto administrativo por medio del cual la entidad pública demandada declaró la caducidad del contrato de arrendamiento, en tanto la supuesta incompetencia se refiere a la eficacia del acto y no a su validez, la Sala denegará la pretendida nulidad de las resoluciones demandadas.

Ahora, si bien la Sala cuenta con la facultad oficiosa para examinar los eventos de falta de competencia, deja consignado que no se ocupará del asunto, dado que a primera vista no observa que se hubiera presentado el vicio de incompetencia funcional o de incompetencia temporal para expedir las resoluciones demandas, toda vez que: i) el Decreto-ley 222 de 1983 facultó a la entidad para pactar en el contrato la cláusula de caducidad; ii) la mencionada cláusula, en efecto, se consignó en el contrato demandado y iii) la entidad expidió la acusada resolución dentro del término del contrato y si bien los demandantes sostuvieron que el acto no se había expedido el día 31 de diciembre de 1993, en tanto la entidad no habría laborado ese día, este hecho no se probó en el proceso.
7.4. Conclusiones.

De acuerdo con lo expuesto, en relación con las pretensiones formuladas por la parte actora, la Sala concluye lo siguiente:

· Operó el fenómeno de la caducidad de la acción respecto de las pretensiones referidas a la nulidad del contrato celebrado el 1º de enero de 1991, así como de los oficios relacionados con los contratos celebrados antes del 1º de enero de 1993 y de los cánones que se habrían pagado en exceso durante el año de 1993.
· Se inhibe la Sala de pronunciarse acerca de la nulidad de los oficios números 01724 –de febrero 4 de 1993-, 17569 –de octubre 22 de 1993- y 6086 –de abril 5 de 1994-, en cuanto los mismos no contienen actos administrativos, toda vez que se trata de simples operaciones administrativas realizadas por la Administración Pública, encaminadas a garantizar la ejecución de los contratos celebrados.
· Al contrato examinado le resultaba aplicable el Decreto-ley 222 de 1983, norma legal que prescribía, expresamente, que los contratos de arrendamiento celebrados por la Administración no constituían actos de comercio, razón por la cual no le asiste razón a la parte demandante en su afirmación de que el contrato se había prorrogado de manera automática.
· Ordenará la Sala la nulidad del parágrafo segundo de la cláusula tercera, en el cual se estipuló la ocurrencia de prórroga tácita del contrato, en tanto contraría el mandato del Decreto-ley 222 de 1983.
· No se ordenará la restitución de los cánones que los arrendatarios alegan haber pagado en exceso, dado que de conformidad con las prescripciones del artículo 1525 del C.C. “no podrá repetirse lo que se haya dado o pagado por un objeto o causa ilícita a sabiendas”. 

· Encuentra la Sala que no se presentó la alegada ineficacia de la cláusula de caducidad estipulada en el contrato, por cuanto, de conformidad con las previsiones del Decreto-ley 222 de 1983, su inclusión se encontraba permitida en los contratos de derecho privado de la Administración, como el contrato de arrendamiento celebrado y, en esa medida, generaba todos los efectos previstos en la ley y en el contrato.

· En la declaratoria de caducidad, emanada de la entidad pública demandada, la Sala no se presentó la incompetencia temporal alegada por la parte actora, por cuanto el supuesto vicio se argumentó en relación con la fecha de notificación del acto y no con la de su expedición, es decir, se cuestionó su eficacia y no su validez, como requisito para solicitar la nulidad del respectivo acto.  
· No declarará la Sala la nulidad del contrato celebrado el 1º de enero de 1993, en tanto no se acreditó en el proceso que la entidad hubiese constreñido a los arrendatarios para que suscribiesen el contrato con la inclusión de la cláusula de caducidad.
· Toda vez que no prosperaron las pretensiones propuestas por la parte actora, no habrá lugar a condenar a la entidad demandada al pago de suma alguna por concepto de indemnización de perjuicios. 
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, subsección A, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

F A L L A
PRIMERO: MODIFICAR la Sentencia del dieciséis (16) de septiembre de mil novecientos noventa y nueve (1999), dictada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca y en su lugar se dispone:

· DECLARAR la caducidad de la acción respecto de las pretensiones de nulidad del contrato de arrendamiento celebrado el 1º de enero de 1991, así como de la pretensión de devolución de los cánones pagados en exceso durante el año de 1991 y de la pretensión de nulidad de los oficios distinguidos con los números y fechas que se relacionan a continuación: 24447 de diciembre 6 de 1988, 725 de enero 6 de 1989; 902 de enero 18 de 1989; 26070 de diciembre 14 de 1989; 25746 de noviembre 28 de 1990; 25571 de diciembre 19 de 1990; 18740 de octubre 21 de 1991; 19971 de noviembre 7 de 1991; 23076 de diciembre 30 de 1991 y  05861 de abril 2 de 1992.
· INHIBIRSE para decidir respecto de la deprecada nulidad de los siguientes oficios: 01724 de febrero 4 de 1993; 17569 de octubre 22 de 1993 y 6086 de abril 5 de 1994.

· DECLARAR LA NULIDAD del parágrafo segundo de la cláusula tercera del contrato celebrado el 1º de enero de 1993.

· DENEGAR las demás pretensiones de la demanda. 

SEGUNDO: en firme esta providencia DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal de origen. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

HERNAN ANDRADE RINCON
   GLADYS AGUDELO ORDÓÑEZ                 MAURICIO FAJARDO GOMEZ
� Suma que para la fecha de presentación de la demanda, esto es el 17 de mayo de 1994, resulta superior a la entonces legalmente exigida para tramitar el proceso en dos instancias: $ 9’610.000 (Decreto 597 de 1988). 





� El artículo 1 del Decreto-ley 222 de 1983 dispone en su inciso primero que “los contratos previstos en este Decreto que celebren la Nación (Ministerios y Departamentos Administrativos) y los Establecimientos Públicos se someterán a las reglas contenidas en el presente Estatuto” y en tal virtud los contratos de arrendamiento previstos en el Decreto 222 en su Capítulo Décimo celebrados por la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, Establecimiento Público del Orden Nacional, deben regularse íntegramente por dicho Estatuto Contractual.





� Art. 16, Decreto-ley 222 de 1983. “Son contratos administrativos: 


“1. Los de concesión de servicios públicos. 


“2. Los de obras públicas. 


“3. Los de prestación de servicios. 


“4. Los de suministros. 


“5. Los interadministrativos internos que tengan estos mismos objetos. 


“6. Los de explotación de bienes del Estado. 


“7. Los de empréstito. 


“8. Los de crédito celebrados por la Compañía de Fomento Cinematográfico FOCINE. 


“9. Los de conducción de correos y asociación para la prestación del servicio de correo aéreo; y 


“10. Los que celebren instituciones financieras internacionales públicas, entidades gubernamentales de crédito extranjeras y los organismos internacionales, con entidades colombianas, cuando no se les considere como tratados o convenios internacionales. 


“Son contratos de derecho privado de la administración los demás, a menos que ley especial disponga en sentido contrario, y en sus efectos estarán sujetos a las normas civiles, comerciales y laborales, según la naturaleza de los mismos, salvo en lo concerniente a la caducidad. 


“PARAGRAFO. Los contratos de explotación de bienes del Estado se rigen por las normas especiales de la materia.” (Resalta la Sala)


� CONSEJO DE ESTADO. Sala Contencioso Administrativa. Sección Tercera. Sentencia de diciembre 3 de 2007. Exp. 24.710. C.P. Ruth Stella Correa Palacio.





� Art. 75, Ley 80 de 1993. “Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos anteriores, el juez competente para conocer de las controversias derivadas de los contratos estatales y de los procesos de ejecución o cumplimiento será el de la jurisdicción contencioso administrativa.”





� Al respecto, el Consejo de Estado ha sostenido: “Es decir, como bien lo ha manifestado la jurisprudencia de esta Corporación, después de entrar en vigencia la Ley 80 de 1993, y sin importar que se trate de aplicarla en relación con un contrato celebrado en vigencia del Decreto 222 de 1983, no hay lugar a discutir la naturaleza del contrato celebrado por una entidad estatal - si lo es administrativo o de derecho privado-, para determinar la jurisdicción a la cual compete el juzgamiento de las controversias que de él se deriven, pues es suficiente con que el contrato haya sido celebrado por una entidad estatal, como en el caso que aquí se estudia, para que su juzgamiento corresponda a esta jurisdicción, como expresamente lo dispone el artículo 75 (…).” (CONSEJO DE ESTADO. Sala Contencioso Administrativa. Sección Tercera. Sentencia de diciembre 3 de 2007. Exp. 24.710. C.P. Ruth Stella Correa Palacio.)





� En relación con la aplicabilidad del principio de congruencia en lo que corresponde a la resolución del recurso de apelación puede consultarse el pronunciamiento efectuado por la Sala, mediante providencia fechada en abril 1 de 2009, dentro del expediente 32.800, con ponencia de la señora Magistrado Ruth Stella Correa Palacio, en la cual se puntualizó:





“De conformidad con el principio de congruencia, al superior, cuando resuelve el recurso de apelación, sólo le es permitido emitir un pronunciamiento en relación con los aspectos recurridos de la providencia del inferior, razón por la cual la potestad del juez en este caso se encuentra limitada a confrontar lo decidido con lo impugnado en el respectivo recurso y en el evento en que exceda las facultades que posee en virtud del mismo, se configurará la causal de nulidad prevista en el numeral 2 del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, relativa a la falta de competencia funcional”.





� Dicho principio ha sido definido por la doctrina como:





“La facultad exclusiva del individuo de reclamar la tutela jurídica del Estado para su derecho, y en la facultad concurrente del individuo con el órgano jurisdiccional, de aportar elementos formativos del proceso y determinarlo a darle fin”. O como dice COUTURE, es el principio procesal que asigna a las partes y no a los órganos de la jurisdicción la iniciativa, el ejercicio y el poder de renunciar a los actos del proceso”





“Son características de esta regla las siguientes: 





“(…). El campo de decisión del juez queda determinado especial y esencialmente por las pretensiones del demandante debido a que el juez no puede decidir sobre objeto diverso a lo en ellas contemplado” (negrillas adicionales). López Blanco, Hernán Fabio, Instituciones de Derecho Procesal Civil Colombiano, Parte General, Tomo I, Dupré Editores, Bogotá, 2005, Pág. 106. 





� Al respecto, ver por ejemplo, sentencia de la Corte Constitucional C-583 de 1997.





� Así lo consideró la Sala en la providencia dictada el 26 de febrero de 2004, Exp: 26.261. M.P. Alier Hernández Enríquez. 





� Al respecto consultar, por ejemplo, Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencias del 23 de abril del 2009, Exp. 17160 y del 20 de mayo de ese mismo año, Exp. 16.925. 





� La norma legal que regula la acción contractual, contenida en el C.C.A., dispone lo siguiente:


 


ARTÍCULO 87 –Modificado por el artículo 17 del Decreto 2304 de 1989- “De las controversias contractuales. Cualquiera de las partes de un contrato administrativo o privado con cláusula de caducidad podrá pedir que se declare su existencia o su nulidad y que se hagan las declaraciones, condenaciones o restituciones consecuenciales; que se ordene su revisión; que se declare su incumplimiento y que se condene al contratante responsable a indemnizar los perjuicios y que se hagan otras declaraciones y condenaciones.”


(…).”





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de diciembre 4 de 2006, Expediente 15239, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.





� Ver, entre otras, las siguientes providencias: Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia del 15 de octubre de 1999, Expediente 10.929, C.P. Ricardo Hoyos Duque; Sentencia del 13 de julio de 2000, Expediente 12.513, C.P. María Elena Giraldo; Sentencia del 1 de agosto de 2000, Expediente 11.816, C.P. Jesús María Carrillo Ballesteros; Sentencia del 30 de agosto de 2000, Expediente 16.256, C.P. Alier Eduardo Hernández Enríquez; Sentencia del 22 de febrero de 2001, Expediente 13.682, C.P. Ricardo Hoyos Duque; Sentencia del 16 de septiembre de 2004, Expediente 19.113, C.P. María Elena Giraldo.





� Mediante oficio 05861 de abril 2 de 1992, la entidad solicitó la restitución de inmueble arrendado, dado que el contrato celebrado el 1º de enero de 1991 había terminado el día 31 de diciembre de ese año y no se había celebrado un nuevo contrato (folio 28 del segundo cuaderno).





� Aunque la unilateralidad de la manifestación de voluntad en algunas ocasiones podría sostenerse que no opera de manera tan clara, como, por vía de ejemplo, cuando se trata del ejercicio de la facultad de disponer la revocatoria directa de actos administrativos de carácter individual, particular y concreto, en eventos en los cuales se precisa del consentimiento expreso y escrito del titular de la correspondiente situación jurídica individual ─artículo 73, inciso primero C.C.A.─ para que resulte procedente la revocación, pues en tales eventos sin la previa aquiescencia del afectado, no podrá abrirse paso la decisión respectiva, misma que, entonces, podría pensarse que reviste, de algún modo, carácter bilateral. La de los actos administrativos bilaterales o consensuales, figura “extraña” en el ordenamiento jurídico colombiano, no lo es tanto en otras latitudes. Sobre el tema pueden verse, a título ilustrativo, PAREJO ALFONSO, Luciano, JIMÉNEZ BLANCO, Antonio y ORTEGA ÁLVAREZ, Luis, Manual de Derecho Administrativo, volumen 1, 5ª edición, Ariel, Barcelona, 1998, pp. 750 y ss. 


� Nota original de la sentencia citada: CASSAGNE Juan Carlos, Derecho Administrativo, Tomo II, Ed. Abeledo- Perrot, pag. 46.





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, sentencia del dieciséis (16) de febrero de dos mil uno (2.001); Consejera ponente: Olga Inés Navarrete Barrero; Radicación número: 11001-03-24-000-1995-3531-01(3531).





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, sentencia del veintiséis (26) de agosto de dos mil cuatro (2004); Consejero ponente: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo; Radicación número: 66001-23-31-000-2000-0057-01.





� Artículo 168, C.C.A.: “PRUEBAS ADMISIBLES. En los procesos ante la jurisdicción en lo contencioso administrativo se aplicarán en cuanto resulten compatibles con las normas de este Código, las del Procedimiento Civil en lo relacionado con la admisibilidad de los medios de prueba, forma de practicarlas y criterios de valoración.”





� Sobre la filosofía que inspiró la redacción del artículo 177 del C de P. C, ver: PARRA QUIJANO, Jairo. Manual de derecho probatorio. Bogotá: Librería Ediciones del Profesional. 2007., pág. 245.





� Artículo 253, C. de P. C.: “Los documentos se aportarán al proceso originales o en copia. Esta podrá consistir en transcripción o reproducción mecánica del documento.”


� CONSEJO DE ESTADO. Sala Contencioso Administrativa. Sección Tercera. Sentencia de marzo 31 de 2005. Exp. 16.600. C.P. Ruth Stella Correa Palacio.





� Art. 10, Código de Comercio. “Son comerciantes las personas que profesionalmente se ocupan en alguna de las actividades que la ley considera mercantiles.


“La calidad de comerciante se adquiere aunque la actividad mercantil se ejerza por medio de apoderado, intermediario o interpuesta persona.” 





� Art. 20, Código de Comercio. “Son mercantiles para todos los efectos legales:


……..


“2º) La adquisición a título oneroso de bienes muebles con destino a arrendarlos; el arrendamiento de los mismos; el arrendamiento de toda clase de bienes para subarrendarlos, y el sub arrendamiento de los mismos.” (Resalta la Sala)





� Art. 22, Código de Comercio. “Si el acto fuere mercantil para una de las partes se regirá por las disposiciones de la ley comercial.” 





� En igual sentido, se pronunció esta Corporación en Sentencia de febrero 15 de 1990, expediente No. 11.194 con ponencia del Dr. Ricardo Hoyos Duque; Sentencia noviembre 29 de 2004, expediente No. 20.190 con ponencia de la Dra. María Elena Giraldo Gómez y Sentencia de marzo 31 de 2005, expediente No. 16.600 con ponencia de la Dra. Ruth Stella Correa Palacio.


 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera.  Sentencia de septiembre 26 de 2002, Expediente 12.425, C.P. Alier Hernández Enríquez.





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sentencia del 20 de abril de 2005, Expediente 22513, C.P. Ramiro Saavedra Becerra





� “CLAUSULA NOVENA: CADUCIDAD Y PENAS POR INCUMPLIMIENTO: Serán causales de caducidad del contrato además de las ya señaladas, las siguientes: 1- Las consagradas en el artículo 62 del Decreto-ley 222 de 1983; 2- El simple retardo en el pago del canon mensual; 3- El incumplimiento de cualquiera de las obligaciones del arrendatario contempladas en el presente contrato. PARAGRAFO PRIMERO: EFECTOS DE LA CADUCIDAD: Declarada la caducidad del contrato se impondrá como pena pecuniaria a los ARRENDATARIOS una suma equivalente al valor de tres (3) cánones mensuales, la cual podrá cobrarse de manera coactiva, sin menoscabo de los derechos del arrendador a la indemnización de perjuicios a que hubiera lugar. De igual manera se harán exigibles en forma inmediata el pago de los cánones que se adeuden y de cualquier obligación a cargo de los arrendatarios. PARAGRAFO SEGUNDO: Para los efectos a que hace relación la cláusula los ARRENDATARIOS renuncian de manera expresa a los requerimientos del Artículo 2035 del Código Civil. (…).





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de diciembre 4 de 2006, Expediente 15239, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de mayo 11 de 1990, expediente 5335. Magistrado Ponente, doctor Carlos Betancur Jaramillo.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de diciembre 4 de 2006, Expediente 15239, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.


� A continuación se transcribe el parágrafo del artículo 78 del Decreto-ley 222 de 1983:


“PARÁGRAFO.- Las causales aquí previstas [se refiere a las causales de nulidad absoluta] pueden alegarse por el ministerio público en interés del orden jurídico o ser declaradas oficiosamente, cuando estén plenamente comprobadas. No se sanean por ratificación de las partes”. (Se deja subrayado).





� Así lo establece el inciso 3 del artículo 87 del C.C.A.:


“El Ministerio Público o cualquier tercero que acredite un interés directo podrá pedir que se declare su nulidad absoluta. El juez administrativo queda facultado para declararla de oficio cuando esté plenamente demostrada en el proceso. En todo caso, dicha declaración sólo podrá hacerse siempre que en él intervengan las partes contratantes o sus causahabientes”. (Se ha subrayado).





� El artículo 1742 del Código Civil determina:


“Artículo 1742.- La nulidad absoluta puede y debe ser declarada por el juez, aun sin petición de parte, cuando aparezca de manifiesto en el acto o contrato; puede alegarse por todo el que tenga interés en ello; puede asimismo pedirse su declaración por el ministerio público en el interés de la moral o de la ley. Cuando no es generada por objeto o causa ilícitos, puede sanearse por ratificación de las partes y en todo caso por prescripción extraordinaria”. (Las subrayas no pertenecen al texto).





� Aunque no aplique en el presente asunto por ser una norma posterior, cabe observar que el artículo 48 de la Ley 80 de 1993, a propósito de los efectos de la declaración de nulidad de los contratos estatales de ejecución sucesiva determina que no impedirá el reconocimiento y pago de las prestaciones ejecutadas hasta el momento de la declaratoria; y agrega que habrá lugar al reconocimiento y pago de las prestaciones ejecutadas del contrato nulo por objeto o causa ilícita, cuando se probare que la entidad estatal se ha beneficiado y únicamente hasta el monto del beneficio que ésta hubiere obtenido, entendiéndose que la entidad estatal se ha beneficiado en cuanto las prestaciones cumplidas le hubieren servido para satisfacer un interés público.





� Respecto de las excepciones a la retroactividad de la nulidad, la Corte Suprema de Justicia ha precisado que las mismas se presentan en los siguientes tres eventos:





“… en primer lugar, cuando la nulidad proviene de un objeto o causa ilícita; en segundo lugar, cuando se declara nulo el contrato celebrado con una persona incapaz omitiéndose los requisitos que la ley exige, y, en tercer lugar, por razones de interés público.





Las dos primeras excepciones están contempladas en los artículos 1525, 1746, y 1747 del Código Civil. La primera disposición prohíbe repetir lo que se haya dado o pagado a sabiendas de la ilicitud, y la segunda, en igual forma, lo que se haya dado o pagado al incapaz, salvo prueba de haberse hecho éste más rico.





La tercera excepción viene impuesta por las necesidades del servicio público, dada la primacía del interés social por sobre el particular, establecida en el artículo 58 de la constitución Nacional (antes 30). Siendo, como es, la propiedad una función social, al tenor de la disposición constitucional, debe ceder frente al interés general, por lo cual no siempre es conducente la acción restitutoria o reivindicatoria, sino una sustitutiva de carácter compensatorio”. Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 26 marzo de 1999; Radicación: S-009.





� Sentencia S 009  proferida por la Sala de Casación Civil el 26 marzo de 1999.


� Corte Suprema de Justicia, sentencia del 3 de junio de 1954; Gaceta Judicial, Tomo LXXVII, p. 767.





� Todas las reglas que se enunciarán son aplicables tanto al poseedor como al tenedor, en virtud de lo normado por el artículo 971 C.C., según el cual “[L]as reglas de este Título se aplicarán contra el que, poseyendo a nombre ajeno, retenga indebidamente una cosa raíz o mueble, aunque lo haga sin ánimo de señor”.





� Corte Suprema de Justicia, sentencia de 3 de junio de 1954; Gaceta Judicial, Tomo LXXVII, p. 768. 





� Corte Suprema de Justicia, sentencia del 23 de junio de 1939; Gaceta Judicial; Tomo XLVIII, p. 289.





� El régimen jurídico de los frutos se encuentra previsto en los artículos 714 a 718 del Código Civil; los frutos son, en general, los rendimientos económicos que se extraen de las cosas atendiendo al destino de las mismas y sin alterar su esencia; el artículo 714 C.C. se refiere a los frutos orgánicos e inorgánicos y el artículo 717 ídem a los rendimientos jurídicos o civiles. Los frutos naturales son los que se extraen de la naturaleza, “ayudada o no de la industria humana” ─artículo 714 C.C.─; los frutos civiles, a su turno, son los provechos económicos que resultan de las relaciones jurídicas, en virtud de las cuales se posibilita a otro el uso o goce de una cosa o de una suma de dinero. 





� En tal sentido, ha señalado lo siguiente el Alto Tribunal: “La Sala considera que cuando los artículos 964 y 966 del C.C. hablan de “contestación de la demanda” no se refieren al hecho material de la respuesta del demandado al libelo con que se inicia el juicio, sino al fenómeno de la litis contestatio, o sea, la formación del vínculo jurídico procesal que nace con la notificación de la demanda.





“La litis contestatio no surge, como creen algunos, después de la respuesta a la demanda. Aquélla no es sino el llamamiento a juicio de quienes deben responder de la acción incoada y la consiguiente formación del vínculo que liga por igual a las partes y al mismo juzgador respecto de lo decisión que ha de proferirse sobre el fondo de la litis. La presentación de la demanda por el actor, su admisión por el juez y su notificación al reo, engendran la relación jurídico procesal. La litis contestatio no nace, pues, con la respuesta de la demanda, sino con la notificación de ésta al demandado. No sobra advertir además que en nuestra ley procesal vigente, a diferencia de lo que disponía el antiguo Código Judicial, no es obligatorio contestar la demanda y si el reo no lo hace dentro del término legal, el juicio sigue su curso. Habrá, pues, muchos juicios en que no existe contestación de la demanda”. Corte Suprema de Justicia, sentencia del 3 de junio de 1954; Gaceta Judicial, Tomo LXXVII, p. 772.





� En relación con el carácter “necesario” de las mejoras o expensas, se ha sostenido lo siguiente:





“Un gasto o mejora se califica de necesario desde un doble punto de vista: a) cuando tiende a la conservación de la cosa, b) cuando se encamina a permitir su natural explotación.





“El poseedor puede realizar gastos de conservación de la cosa, ya para impedir que perezca o se desmejore, ya para conservarla jurídicamente. En el primer sentido, son gastos necesarios las reparaciones que se hacen a un edificio arruinado, la construcción de muros para dar la suficiente solidez a una casa de habitación, la curación de la enfermedad de un animal, etc. El gasto necesario, pues, no sólo es el que impide la destrucción de la cosa, sino también el que impide que se desvalorice o se haga inepta para su explotación. En el segundo sentido, se consideran como gastos necesarios los encaminados a evitar que la cosa le sea arrebatada al poseedor en razón de derechos que aleguen terceros, como los que perfeccionen el derecho que se pretende ejercer sobre la cosa (art. 965, párr. 3). Gastos de esta clase son: la cancelación de una hipoteca, la compra de la nuda propiedad, la cancelación de una servidumbre, etc.





“Son también gastos necesarios los realizados para permitir la normal explotación económica de la cosa, por ejemplo, los abonos, la desecación de pantanos, los cultivos de toda clase, las máquinas e instalaciones, las construcciones, etc. El concepto de gastos necesarios en este último sentido, ha adquirido una extraordinaria amplitud en el comercio moderno: la función social de los derechos, especialmente de la propiedad, exige que las cosas se exploten según su destinación natural; y por lo tanto, todo gasto que el poseedor haga para realizar convenientemente tal explotación, debe reputarse como gasto necesario. Poca utilidad social tendría el predicar una conservación natural o jurídica simplemente estática de las cosas; esta conservación es fundamento de la “conservación dinámica” de ellas, es decir, de su explotación económica”. Cfr. VALENCIA ZEA, Arturo, Derecho Civil. Derechos Reales, Tomo II, octava edición, Temis, Bogotá, 1987, pp. 102-103.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativa, Sección Tercera, sentencia del 4 de agosto de 2007, expediente No. 16016, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.





� Original de la sentencia en cita: En forma rotunda así lo establece el artículo 64 del C.C.A.: 


“Carácter ejecutivo y ejecutorio de los actos administrativos. Salvo norma expresa en contrario, los actos que queden en firme al concluir el procedimiento administrativo serán suficientes, por sí mismos, para que la administración pueda ejecutar de inmediato los actos necesarios para su cumplimiento. La firmeza de tales actos es indispensable para la ejecución contra la voluntad de los interesados”. (Se deja resaltado).





� Original de la sentencia en cita: Según lo prevé el artículo 65 C.C.A.: 


“Ejecución por el obligado. Cuando un acto administrativo imponga una obligación a un particular y éste se resistiere a cumplirla, se le impondrán multas sucesivas mientras permanezca en rebeldía, concediéndole plazos razonables para que cumpla lo ordenado”.  





� Original de la sentencia en cita: La cual tradicionalmente se ha señalado que se encuentra reflejada en lo normado por el inciso primero del artículo 66 C.C.A., de conformidad con cuyo texto “salvo norma expresa en contrario, los actos administrativos serán obligatorios mientras no hayan sido anulados o suspendidos por la jurisdicción en lo contencioso administrativo …” 





� Original de la sentencia en cita: En el entendido de conformidad con el cual la concepción que del principio de legalidad se impone en un Estado constitucional contemporáneo comporta el reconocimiento de la obligación de acatamiento —por parte del acto administrativo examinado— del entero ordenamiento jurídico, esto es, del «bloque de legalidad», parafraseando la expre�sión acuñada por Maurice Hauriou para aludir al parámetro de fiscalización utilizado, en su actuación, por el Consejo de Es�tado francés al llevar a cabo el control de los actos administrativos, labor en desarrollo de la cual el máximo Tribunal de lo Contencioso Administrativo se encuentra llamado a verificar la legalidad de dichos actos administra�tivos sin que por «legalidad» haya de entenderse, tan sólo, «conformidad a la ley», sino que el juicio de ajuste debe adelantarse en relación con la Constitución, con la ley, con los principios generales del Derecho y con otra serie de normas —cuando haya lugar a ello—, de suerte tal que la de «bloque de legalidad» es una expresión que se utilizó para comprender aquello que en realidad debería denominarse el «bloque de juridicidad» o, en otros términos, el bloque del Derecho aplicable. Véase, en este sentido, EISENMANN, Charles, Le droit adminis�tratif et le principe de légalité, EDCE, 1957, pág. 26, apud FAVOREAU, Louis y RUBIO LLORENTE, Francisco, El bloque de la constitucionalidad, Cuadernos Civitas-Universidad de Sevilla, Madrid, 1991, pp. 19-20.





� Original de la sentencia en cita: PAREJO ALFONSO, Luciano, Eficacia y Administración. Tres estudios, Ministerio para las Administraciones Públicas y Boletín Oficial del Estado, Madrid, 1995, pp. 89 y ss





� Original de la sentencia en cita: No está de más precisar que, en el ordenamiento jurídico colombiano, la presunción de validez de los actos administrativos acompaña a los mismos desde el momento en el cual los mismos han adquirido firmeza —según se indicará a continuación—, por regla general y no desde el momento en el cual se profieren, salvo en casos excepcionales como podría entenderse que ocurre en el supuesto previsto por el artículo 80-3 del Código Contencioso Administrativo.





� Original de la Sentencia en cita: PAREJO ALFONSO, Luciano, JIMÉNEZ BLANCO, Antonio y ORTEGA ÁLVAREZ, Luis, Manual de Derecho Administrativo, volumen 1, 5ª edición, Ariel, Madrid, 1998, p. 721 y 723.





� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Sentencia de marzo 10 de 2010, Expediente 14390, C.P. Mauricio Fajardo Gómez.





